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1 FRIEDRICH, Carl, Teoría y realidad de la organización constitucional democrática,

Fondo de Cultura Económica, México, 1946, p. 207.
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Es obvio que nada se descubre al recordar que la irrupción de nuevos espa-

cios integrados plantea, correlativamente, renovados desafíos, fundamentalmente

en los esquemas estaduales de estructura territorial compleja.
De su lado, cabe advertir que el federalismo es un proceso dinámico y

con numerosas fórmulas posibles de configuración. Tanto, que es ya clásica

la afirmación de FRIEDRICH en cuanto a que existen tantos federalismos como
Estados federales con sus múltiples variantes1.

Se impone aquí un interrogante inicial: ¿Existe incompatibilidad entre

el establecimiento de bloques supranacionales, que supone un movimiento
de centralización, y el federalismo intraestatal, que por esencia contiene
una fuerte nota de descentralización política?

La respuesta es, a nuestro criterio, negativa. No cabría predicar a priori
semejante contradicción. Antes bien, lo deseable sería generar una saluda-

ble relación de complementación entre integración (estructura comunitaria)

y autonomía (federalismo u otros procesos de desconcentración política) a
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partir de claras normas contenidas en la Ley Fundamental de que se trate,

que permitan al Estado Nacional involucrarse en procesos integrativos pre-

servando la pluralidad y las pautas de descentralización ad intra.

Presentado así en breves pinceladas el problema central que aquí nos

preocupa, daremos continuidad al trabajo enfocando sumariamente algunos

aspectos contextuales complementarios para ahondar en la problemática a la

que se refiere el interrogante en torno a la compatibilidad o incompatibilidad

entre la integración supranacional y el modelo estadual federal (o con acentua-

dos rasgos centrífugos) y la respuesta que arriesgábamos precedentemente.

Enseguida, formularemos un breve repaso iuscomparativo para verificar

si los países que originariamente suscribieron el Tratado de Asunción2  (cons-

titutivo del Mercosur) se encuentran preparados desde el plano de sus res-

pectivas Constituciones y de la jurisprudencia de sus correspondientes órga-

nos de cierre de la jurisdicción constitucional, para avanzar hacia etapas más

intensas y comprometidas en el proceso de integración, que supongan la

efectiva transferencia (cesión, atribución, delegación, traspaso, etc.) de fun-

ciones hacia instituciones supranacionales para generar un escenario del

que se desprenda derecho comunitario con sus características de autonomía,

efecto directo y aplicación preferente en los Estados Miembros. Además, y

aunque no se trate de un socio primigenio, la situación que frente al Mercosur

ha asumido Venezuela nos lleva también a realizar –en mirada prospectiva–

una alusión a la previsión constitucional de tal país en el punto examinado.

Luego focalizaremos determinadas     cuestiones delicadas que surgen de

la interrelación de la integración supranacional y el federalismo y la impor-

tancia de buscar alternativas de participación en aquélla por parte de los

entes subestatales. Por cierto, no estarán ausentes algunas respuestas sur-

gidas de la praxis europea, tomada como matriz referencial y potencial fuente

de la que abrevar para extraer enseñanzas, pues este modelo comunitario

(con más de cinco décadas de desarrollo) aunque con marcadas diferencias

respecto del sistema del Mercosur, puede proporcionar cierta materia pri-

ma para capitalizar y extrapolar a este esquema integrativo (o al menos

tener en cuenta como posibilidades de lege ferenda), aplicándose a Brasil,

Argentina y Venezuela3, países que –con sus respectivas particularidades–

han adoptado modalidades de estructuración estadual federal.

A continuación, pasaremos revista a algunas de las instancias que en

el marco europeo existen para la protección de los intereses de las entida-

des infraestatales frente al proceso comunitario, esfera en la que principal

pero no exclusivamente enfocaremos al Comité de las Regiones. De inme-

2 El Tratado de Asunción fue suscripto el 26 de marzo de 1991 por la República
Argentina, la República Federativa de Brasil, la República del Paraguay y la Re-
pública Oriental del Uruguay.

3 La versión del federalismo venezolano de la Constitución de 1999 (uno de cuyos puntos
oscuros fue viabilizar la desaparición del Senado) quedaba más debilitada aún en el
frustrado texto de la nueva Constitución que propiciaba el presidente Hugo CHÁVEZ,
aprobado el 2 de noviembre de 2007 por la Asamblea Nacional y que, en definitiva,
fuera rechazado por el pueblo en el referéndum de 2 de diciembre del mismo año.
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4 ROLLA, Giancarlo, “La descentralización en Italia. Un difícil equilibrio entre autono-

mía y unidad”, en HERNÁNDEZ (h.), Antonio M. (Director), La descentralización del
poder en el Estado contemporáneo, Asociación Argentina de Derecho Constitu-

cional, Instituto Italiano de Cultura de Córdoba e Instituto de Derecho Constitu-

cional y Derecho Público Provincial y Municipal de la Facultad de Derecho y Cien-

cias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba, Córdoba, 2005, p. 44.
5 La cuestión nos interesa y preocupa desde hace bastante tiempo, incluso antes de

la reforma constitucional de 1994. Al respecto, ver BAZÁN, Víctor, “Las provincias

desde la perspectiva de la integración regional”, en BAZÁN, Víctor y SÁNCHEZ, Al-

berto (compiladores), Integración regional: Perspectivas para Latinoamérica, Edit.

Fundación Universitaria, San Juan, 1994, pp. 205/218.
6 En 2004 Venezuela comenzó a transitar su camino en el Mercosur por medio del Acuer-

do de Complementación Económica Mercosur - Colombia, Ecuador y Venezuela. Por

su parte, el 4 de julio de 2006 se suscribió en Caracas el Protocolo de Adhesión de

la República Bolivariana de Venezuela al Mercosur, el que según la información

que pudimos recabar, sólo Argentina y Uruguay han ratificado. El art. 12 de

dicho Protocolo lo cataloga como “instrumento adicional al Tratado de Asunción”

y determina que entrará en vigencia el trigésimo día contado a partir de la fecha

de depósito del quinto instrumento de ratificación.

diato examinaremos ciertas perspectivas de vinculación y participación que

se abren en la órbita del Mercosur para Estados, provincias, regiones, muni-

cipios y ciudades, de acuerdo con la nomenclatura que en la Ley Funda-

mental de cada enclave federal se escoja.

A su tiempo, el epílogo vendrá de la mano de las apreciaciones reca-

pitulativas que se añadirán a las consideraciones conclusivas intercaladas

en el nudo del trabajo. 

II. II. II. II. II. BREVES ANOTACIONES CONTEXTUALES COMPLEMENTARIASBREVES ANOTACIONES CONTEXTUALES COMPLEMENTARIASBREVES ANOTACIONES CONTEXTUALES COMPLEMENTARIASBREVES ANOTACIONES CONTEXTUALES COMPLEMENTARIASBREVES ANOTACIONES CONTEXTUALES COMPLEMENTARIAS

En relación con el sector temático delimitado por el interrogante que

proponíamos al inicio de esta contribución y la respuesta que anticipába-

mos (en torno a la inexistencia de incompatibilidad de la integración

supranacional y el federalismo o la descentralización intraestatales), ROLLA

puntualiza, mutatis mutandi, que “el derecho comparado muestra cómo el

empuje de la descentralización no alimenta las tendencias centrífugas o

particularistas en las experiencias donde el sistema constitucional es capaz

de identificar y codificar los valores en torno a los cuales todos los sujetos

del pluralismo se reconocen” 4.

El problema no es precisamente reciente. Por el contrario, con frecuen-

cia cobra renovado impulso ya que aparecen cuestiones conflictivas nuevas o

se reinventan aristas de otras que parecían ya solventadas y superadas5.

De hecho, basta con reparar que de los cuatro socios originarios del

Mercosur (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay), nada más y nada me-

nos que los dos primeros (los más fuertes y poderosos de aquel cuarteto

inicial) presentan, con sus respectivas particularidades, una conformación

estadual federal, al igual que Venezuela, que pretende insertarse en dicho

esquema integrativo sudamericano como miembro pleno6.
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7 ROLLA, Giancarlo, op. cit., pp. 41/42.
8 Ibíd., p. 42.
9 Cfr. PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel, “Facultades de los entes subnacionales en el sistema

comunitario europeo”, en DRNAS DE CLÉMENT, Zlata y REY CARO, Ernesto J. (Directo-

res), Jornadas de reflexión sobre regionalización y Mercosur, Marcos Lerner Edito-

ra, Córdoba, 2000, pp. 18/19.

Otro tanto ocurre en la experiencia europea, en la que –según la acer-

tada percepción de ROLLA– cuando se realizó el acto institutivo de las comu-

nidades económicas sólo uno de los Estados fundadores tenía una estruc-

tura de base federal o regional (Alemania), mientras que en la actualidad se

observa la existencia de diversos Estados regionalizados (Alemania, Espa-

ña, Bélgica, Italia y Austria), o bien procesos de descentralización al inte-

rior de ordenamientos tradicionalmente unitarios (Reino Unido y Francia)7.

Entre un cúmulo de aspectos relevantes y, por cierto, conflictivos, pue-

den destacarse ejemplificativamente dos: por una parte, el impacto que la

integración puede provocar en las regiones, provincias, comunidades autó-

nomas, etc.; y, por otra, el modo en que estos entes podrían participar en los

procesos de decisión de la estructura comunitaria, tema catalogado como

“ineludible” por el autor citado en último término, quien añade que tal pro-

blemática necesita de procedimientos adecuados de colaboración entre los

diversos niveles institucionales que componen el ordenamiento nacional8.

En el ámbito interno, la plataforma legitimante de tal relación de cola-

boración es un esquema de federalismo de concertación (o convergencia) y

participativo, que permita una vinculación equilibrada entre las instancias

que forman la estructura federal y viabilice una alternativa de desarrollo y

crecimiento integrado ad intra y ad extra.

Paralelamente, tal paradigma equilibrado deberá trasladarse al sistema

comunitario y su cuadro de distribución y ejercicio de competencias con

cada uno de los Estados Miembros, respetando las pautas de atribución,

subsidiariedad, proporcionalidad y necesidad, sobre las que volveremos.

A propósito de todo ello, en la praxis comunitaria europea –que, como

anticipábamos, pese a las claras diferencias con el Mercosur es el contexto

del que se debe abrevar para extraer algunas enseñanzas que quizá resul-

ten prospectivamente extrapolables, no sin beneficio de inventario, a nues-

tro modelo integrativo–, se ha reclamado la necesidad de dar coherencia a

la participación regional en el proceso de integración europea, por medio de

la institucionalización de un diálogo en dos frentes: el comunitario, permi-

tiendo a las regiones comunicarse con las instituciones de la Unión Euro-

pea (en adelante, también UE); y el interno del Estado, suscitando una co-

laboración entre las autoridades centrales y las autoridades regionales en

relación con dicho proceso9.

Naturalmente la cuestión se comprende a partir del resultado de lo

que se ha explicado como la reconducción del concepto clásico de “política

exterior”, separando el “núcleo duro” (cuya diagramación compete al Esta-
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10 Cfr., mutatis mutandi, LEGUINA, Joaquín, “Intervención de apertura”, en AA.VV., “La

acción exterior y comunitaria de los Länder, regiones, cantones y comunidades

autónomas”, Vol. I, Universidad Carlos III de Madrid y Universidad del País Vas-

co, Instituto Vasco de Administración Pública, Bilbao, 1994, p. 16.
11 En torno al tema, vid. BAZÁN, Víctor, por ejemplo en “Hacia la pervivencia del Mercosur:

nivelación constitucional, establecimiento de instituciones supranacionales y efec-

tiva protección de los derechos humanos”, en BIDART CAMPOS, Germán J. y GIL

DOMÍNGUEZ, Andrés (coordinadores), El Derecho Constitucional del siglo XXI. Diag-
nóstico y perspectivas, Ediar, Buenos Aires, 2000, pp. 275/309.

12  Puede consultarse con provecho, y con alcance que excede el caso español, el

análisis que formula LÓPEZ CASTILLO respecto de lo que denomina el tándem con-

ceptual de atribución-cesión de competencias derivadas de la Constitución que,

a su criterio, emplea el art. 93 de la Ley Fundamental española (LÓPEZ CASTILLO,

Antonio, Constitución e integración, Centro de Estudios Constitucionales, Ma-

drid, 1996, p. 67 y ss.).

do), de un conjunto de acciones que giran en su derredor, de “relieve inter-

nacional” o de “promoción exterior”, consecuencia del proceso de globa-

lización o internacionalización, y cuya realización puede y debe ser llevada

a cabo por las entidades subestatales bajo el principio liminar de la “lealtad

constitucional” 10; tema que también retomaremos.

III. III. III. III. III. LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, ¿ESTÁN CONSTITUCIO-LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, ¿ESTÁN CONSTITUCIO-LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, ¿ESTÁN CONSTITUCIO-LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, ¿ESTÁN CONSTITUCIO-LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, ¿ESTÁN CONSTITUCIO-

NAL Y/O JURISPRUDENCIALMENTE PREPARADOS PARA AVANZARNAL Y/O JURISPRUDENCIALMENTE PREPARADOS PARA AVANZARNAL Y/O JURISPRUDENCIALMENTE PREPARADOS PARA AVANZARNAL Y/O JURISPRUDENCIALMENTE PREPARADOS PARA AVANZARNAL Y/O JURISPRUDENCIALMENTE PREPARADOS PARA AVANZAR

HACIA FORMAS INTEGRATIVAS MÁS INTENSAS?HACIA FORMAS INTEGRATIVAS MÁS INTENSAS?HACIA FORMAS INTEGRATIVAS MÁS INTENSAS?HACIA FORMAS INTEGRATIVAS MÁS INTENSAS?HACIA FORMAS INTEGRATIVAS MÁS INTENSAS?

1. Planteo del problema1. Planteo del problema1. Planteo del problema1. Planteo del problema1. Planteo del problema

Buceando en la dimensión constitucional del proceso de integración

mercosureño, y partiendo del supuesto que el objetivo final de éste es la

creación de un mercado común (o de un estadio más avanzado) y que el

momento actual depara apenas una unión aduanera sui generis (inmersa

en una serie de vicisitudes como las ostensibles asimetrías de los países

componentes, una reciente crisis entre los gobiernos uruguayo y argentino

por los peligros de contaminación ambiental que podría generar el funcio-

namiento de plantas de producción de celulosa sobre la margen del río Uru-

guay, algunos cíclicos recelos entre Brasil y Argentina, entre otras cosas),

se impone el interrogante planteado desde el epígrafe para intentar diluci-

dar si los socios iniciales del esquema integrativo se encuentran normativa

y/o jurisprudencialmente preparados para afrontar la implementación de

una estructura supranacional11 receptora de competencias o potestades

atribuido-cedidas12, delegadas o transferidas (de acuerdo con la opción lin-

güístico-sustancial que se escoja) por aquéllos. Como puede suponerse, tal

paso tendría varias implicancias, entre ellas, una fuerte repercusión sobre

el entramado federal en los Estados que escogieron semejante modalidad de

organización político-territorial para articularse.

De cualquier modo, y si convergiera realmente la voluntad política de

avanzar hacia modalidades más intensas de relacionamiento integrativo,
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13 Sobre la cuestión en el derecho comparado, entre otros trabajos de BAZÁN, Víctor,

ver “Conexiones y tensiones entre el derecho internacional de los derechos hu-

manos y el derecho interno en Latinoamérica”, en VELÁSQUEZ RAMÍREZ, Ricardo y

BOBADILLA REYES, Humberto (coordinadores), Justicia constitucional, derecho
supranacional e integración en el derecho latinoamericano, Memoria de la VIIa

Convención Latinoamericana de Derecho (Santiago de Chile, 8 a 12 de octubre

de 2007), Grijley, Lima, 2007, pp. 269/307.

los países componentes del modelo deberían encarar una compatibilización

constitucional que acuerde aplicación preferente a los instrumentos inter-

nacionales en general (incluidos los de integración regional) sobre el dere-

cho interno, complementada con una “cláusula de habilitación” para to-

mar parte de estructuras supranacionales. Se corporiza aquí una asime-

tría gravitante: la jurídica, trasuntada en las diferencias normativo-consti-

tucionales que se hacen perceptibles en el particular.

No es un dato precisamente insignificante que por conducto de uno de

los objetivos centrales del Mercosur, fijado ya en el propio Tratado de Asun-

ción, se instaló el compromiso entre los Estados Partes de armonizar sus

legislaciones para lograr el fortalecimiento del proceso de integración. Tal

premisa, según interpretamos, no queda exclusivamente anclada en la exi-

gencia de coordinación de preceptos infraconstitucionales, sino que se tras-

lada además al requerimiento de acondicionar las Constituciones en caso

de que exista real intención política de moverse hacia niveles integrativos

más intensos y demandantes como serían un mercado común o una unión

económica.

2. 2. 2. 2. 2. Repaso iuscomparativoRepaso iuscomparativoRepaso iuscomparativoRepaso iuscomparativoRepaso iuscomparativo

A)A)A)A)A) Argentina y Paraguay

Telegráficamente adelantamos que en los casos de Argentina y Para-

guay, sus respectivas Constituciones contienen disposiciones específicas

para definir la valencia jerárquica de los instrumentos internacionales frente

al derecho interno y, aunque con diferencias entre ambas regulaciones, se

trazan las líneas que enmarcan las normas de habilitación en el sentido

adelantado.

a)a)a)a)a) Argentina

En cuanto al rango de los documentos internacionales en la órbita

normativa interna13, se ha dado un importante paso, pues la reforma cons-

titucional de 1994 ha adjudicado a los instrumentos internacionales (in-

cluidos los de integración y las normas que se dicten en su consecuencia)

una jerarquía superior a la de las leyes nacionales –art. 75, incs. 22, párr.

1°, y 24–, al tiempo de haber acordado jerarquía constitucional a once ins-

trumentos internacionales sobre derechos humanos (enumerados en el art.
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14 La atribución de jerarquía constitucional se hizo en las condiciones de vigencia de los

instrumentos internacionales citados en el aludido párr. 2° del inciso analizado,

además de consignar que aquéllos no derogan artículo alguno de la primera parte de

la Constitución (es decir, la parte dogmática) y que deben entenderse complementa-

rios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Asimismo, en el párr. 3° de ese

inciso se ha estatuido el procedimiento para adjudicar tal valencia, luego de su apro-

bación por el Congreso, a otros tratados y convenciones sobre derechos humanos

más allá de los que la Ley Fundamental nomina primigeniamente.
15 Es importante destacar que ya el “Dictamen preliminar del Consejo para la Conso-

lidación de la Democracia” estimaba conveniente “establecer entre las facultades

asignadas al Congreso de la Nación la de delegar ciertas competencias a entes

supranacionales, conforme lo establezca la Constitución”, advirtiendo que “si tal

facultad no se estableciera en la misma Carta Magna, el tratado en virtud del cual

se delegasen competencias a un ente supranacional, en principio, no gozaría de

legalidad porque iría en contra de la misma Constitución ya que ningún tratado,

según el artículo 27, podría contrariar los principios constitucionales”. Además,

75, inc. 22, 2° párr.) y a los que en el futuro se les acuerde tal valencia (párr.

3° de dicho inciso)14.

Por tanto, podría decirse coloquialmente que existen instrumentos in-

ternacionales relativos a derechos humanos que ostentan jerarquía consti-

tucional originaria y otros que receptan jerarquía constitucional derivada.

Entre los primeros, es decir, los enumerados específicamente por la

Ley Fundamental, se encuentran: la Declaración Americana de los Dere-

chos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Huma-

nos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Interna-

cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacio-

nal de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Conven-

ción sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Conven-

ción Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimina-

ción Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de

Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; y la Convención sobre

los Derechos del Niño.

Ya en la segunda modalidad procedimental, esto es, los ungidos con

valencia constitucional ex post, se cuentan la Convención Interamericana

sobre Desaparición Forzada de Personas, consagrada por la 24ª Asamblea

General de la OEA, celebrada el 9 de junio de 1994 en Belem do Pará,

Brasil, y a la que se le dispensó tal cotización constitucional por conducto

de la Ley 24.820, publicada el 29 de mayo de 1997; y la Convención sobre

la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa

Humanidad, a la que se ha conferido esa valía mediante la Ley 25.778,

publicada el 3 de setiembre de 2003.

A su tiempo, por imperio del aludido artículo constitucional 75, inc.

24, párr. 1°, se faculta al Congreso a aprobar tratados de integración que

“deleguen” competencias15  y jurisdicción a organizaciones supraestatales
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planteaba la modificación del entonces art. 94 (actual art. 108), en orden a habili-

tar instancias jurisdiccionales internacionales superiores a la Corte Suprema de

Justicia de la Nación, con el objeto de adecuar nuestro ordenamiento jurídico

positivo a los tratados internacionales y, particularmente, al Pacto de San José de

Costa Rica” (Reforma constitucional: Dictamen preliminar del Consejo para la Conso-
lidación de la Democracia, 1ª ed., Eudeba, Buenos Aires, 1986, pp. 82/83).

16 Fallos, 315:1492 (7 de julio de 1992). Algún pronunciamiento anterior a “Ekmekdjian

c/ Sofovich” sobre la interpretación de la normativa de un instrumento internacio-

nal se patentiza embrionariamente en el caso “Firmenich, Mario E.” (Fallos,

310:1476, de 28 de julio de 1987), acerca de la hermenéutica “razonable” del art.

7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (ver considerandos 4°,

6° y 7° de la mayoría).
17 Sobre el tema, vid. BAZÁN, Víctor, “El derecho internacional de los derechos huma-

nos y el derecho interno en el escenario argentino: convergencias y desencuentros”,

El Derecho, Buenos Aires, 16 de noviembre de 2007, pp. 1/10.

en condiciones de reciprocidad e igualdad, y que respeten el orden demo-

crático y los derechos humanos, advirtiendo que las normas dictadas en su

consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes.

En consecuencia, el precepto mencionado en último término ha brinda-

do habilitación constitucional, por ejemplo, para la creación de tribunales

supranacionales receptores de la jurisdicción delegada, terminología que, más

allá de alojar alguna imprecisión, ha sido la escogida por la Norma Básica.

Además, la disposición nombrada (en su párr. 2°) ha efectuado una

distinción en cuanto al procedimiento y a las mayorías parlamentarias re-

queridas para la aprobación de dichos tratados si éstos son suscriptos con

Estados latinoamericanos o con otros que no lo sean: en el primero de los

casos, se requiere la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de

cada Cámara; mientras que en el último, con la mayoría absoluta de los

miembros presentes de cada Cámara, y como primer paso, se declarará la

conveniencia de la aprobación del tratado y, como segunda fase, será aproba-

do el mismo sólo con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de miem-

bros de cada Cámara, después de ciento veinte días del acto declarativo.

Asimismo, en el párr. final del art. 75, inc. 24, se establece que la de-

nuncia de los tratados a que se refiere el inciso, exigirá la previa aprobación

de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Por lo demás, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia viene

acompañando sostenidamente, al menos desde 1992 (in re “Ekmekdjian,

Miguel Á. c/ Sofovich, Gerardo y otros”16 ), el sitio preferente que los instru-

mentos internacionales ostentan de cara al derecho vernáculo17.

b) b) b) b) b) Paraguay

Una respuesta constitucional equivalente a la argentina, podría ex-

traerse de una interpretación dinámica del art. 145 de la Constitución para-

guaya (de 1992) y de los arts. 137 y 141, ibíd.; cuadro normativo del que es
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dable predicar, por un lado, la convergencia de una regla de habilitación y,

por el otro, la primacía de los tratados, convenios y acuerdos internaciona-

les aprobados y ratificados, sobre las leyes dictadas por el Congreso.

Aquel art. 145 prevé que la República del Paraguay admite –en condi-

ciones de igualdad con otros Estados– un orden jurídico supranacional que

garantice la vigencia de los derechos humanos, la paz, la justicia, la coope-

ración y el desarrollo, en lo político, económico, social y cultural. La cláu-

sula advierte que dichas decisiones (relativas a la norma de habilitación –

según nuestra lectura del tema–) sólo podrán adoptarse por mayoría abso-

luta de cada Cámara del Congreso.

Dato especialmente relevante es, por ende, la decisión de dar vida a

una norma específica sobre el “orden jurídico supranacional”, separada de

las disposiciones relativas a los tratados internacionales en general, de lo

que se deduce la concepción autónoma que sobre aquella temática impreg-

nó la mirada del constituyente.

Por su parte, el art. 137, párr. 1°, establece un orden prelativo de

disposiciones que considera integrantes del derecho positivo nacional, en

el que –luego de entronizar en su cúspide a la Constitución Nacional– enuncia

a los tratados, convenios y acuerdos internacionales con anterioridad a las

leyes dictadas por el Congreso, de donde los mencionados instrumentos

internacionales –debidamente aprobados y ratificados– tendrían una jerar-

quía supralegal mas infraconstitucional, apuntalada por el propio art. 141,

ibíd., que preceptúa que “[l]os tratados internacionales válidamente cele-

brados, aprobados por ley del Congreso, y cuyos instrumentos de ratifica-

ción fueran canjeados o depositados, forman parte del ordenamiento legal

interno con la jerarquía que determina el artículo 137” (remarcado añadido).

Otro aspecto no desdeñable en la línea anunciada es el preámbulo,

segmento constitucional que –como se sabe– ilumina axiológicamente la

labor de interpretación de la Ley Fundamental, encargándose de advertir

que el pueblo paraguayo sanciona y promulga la Constitución “…recono-

ciendo la dignidad humana con el fin de asegurar la libertad, la igualdad y la

justicia, reafirmando los principios de la democracia republicana, represen-

tativa, participativa y pluralista, ratificando la soberanía e independencia

nacionales, e integrado a la comunidad internacional…” (énfasis agregado).

Para concluir, y si bien queda en claro la cotización subconstitucional

de los instrumentos internacionales, debe igualmente destacarse que la

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Sala Consti-

tucional, se ha decantado por interpretar y declarar expresamente el valor

supralegal de dichos documentos internacionales; por ejemplo, en Acuerdo

y Sentencia N° 59/2001, de 20 de marzo, y N° 126/2002, de 19 de marzo.

B) B) B) B) B) Brasil y Uruguay

El paisaje cambia de fisonomía en los casos brasileño y uruguayo, no

sólo por algunas carencias normativo-constitucionales (al no contar con re-
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18 FONTOURA, Jorge, “Solución de controversias en el derecho comunitario. Los impasses

en la construcción de un sistema”, Solución de controversias, publicación del

Seminario ‘Solución de controversias y medios institucionales para la resolución

de los conflictos de intereses” (Buenos Aires, 15 y 16 de noviembre de 1995), edit.

por Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Buenos

Aires, 1996, p. 28.

glas que claramente fijen la ubicación de los instrumentos internacionales en

relación con los respectivos ordenamientos jurídicos internos), sino también

en función de ciertos criterios jurisprudenciales allí predominantes.

Justamente, una cuestión indiscutible radica en que el vacío normati-

vo en torno a la interrelación de los instrumentos internacionales y el dere-

cho interno, hace que la labor jurisprudencial que al respecto tracen los res-

pectivos órganos de cierre de la jurisdicción constitucional adquiera un claro

valor añadido, desde que les corresponde marcar los ejes interpretativos idó-

neos para desentrañar la posición asignable a los señalados instrumentos y

normas consuetudinarias internacionales vis-à-vis el derecho doméstico.

a) a) a) a) a) Brasil

Aun cuando el art. 4, parágrafo único, de la Ley Fundamental de 1988

establezca que “[l]a República Federativa del Brasil buscará la integración

económica, política, social y cultural de los pueblos de América Latina, con

vistas a la formación de una comunidad latinoamericana de naciones”; en

principio y por el momento ello supone una declaración programática. So-

bre todo, porque en la jurisprudencia del Supremo Tribunal Federal (y a

salvo ciertas excepciones –por ejemplo, en punto al art. 98 del Código Tri-

butario Nacional y en materia de extradición–) el criterio que prevalece en

torno a la relación entre ley federal y tratado internacional es el de paridad

jerárquica, es decir que, en cualquier caso, este último tendrá cotización

infraconstitucional y en ocasiones podrá ser inaplicado al quedar despla-

zado por la preferente valía de la ley interna, ya que en supuesto de conflic-

to resulta operativa la pauta de sucesión normativa, o sea, que la norma

posterior deroga a la anterior, o la de especialidad, en cuanto a que la

norma especial se impone sobre la general.

En realidad, tal solución reconoce como génesis el acople de dos prece-

dentes moldeados durante el régimen militar (aunque debe concederse que

antes de ellos se mantenía la postura de que los tratados internacionales

tenían una posición superior respecto a las leyes): uno, de 1971, ventilado

en el “Recurso Extraordinario N° 71.154” –rel. Min. Osvaldo Triguero–, en

el que –según FONTOURA
18– el razonamiento del Supremo Tribunal radicó en

analizar la Constitución en forma colectiva y, por tal vía y utilizando un

juicio analógico, se colocaba al tratado a la misma altura de la ley ordina-

ria, esto es, categorizando a ambos instrumentos como leyes de idéntica

naturaleza; otro, de 1977, al resolver el “Recurso Extraordinario N° 80.004”
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19 Ídem.
20 En efecto, para el Ministro Gilmar Mendes, los tratados de derechos humanos

suscriptos por Brasil después de la Enmienda Constitucional N° 45 pueden ad-

quirir jerarquía equivalente a las enmiendas constitucionales; no obstante, en lo

que se refiere a los tratados ratificados e incorporados al derecho brasileño antes
de dicha enmienda, ellos no tienen jerarquía constitucional sino supralegal. Por

su parte, el Ministro Celso de Mello mantiene una posición muy semejante a la de

Gilmar Mendes, con la diferencia de que considera que los tratados de derechos

humanos anteriores a la mencionada enmienda podrían ser considerados como

materialmente constitucionales y no sólo con jerarquía supralegal (cfr. BANDEIRA

GALINDO, George Rodrigo, “La justicia constitucional y el derecho internacional: un

análisis de la jurisprudencia reciente del Supremo Tribunal Federal del Brasil”,

–rel. Min. Javier de Albuquerque–, que concluyó que la ley ordinaria poste-

rior al tratado podía modificar a éste. Agrega FONTOURA que en este último

fallo se utilizó una forma elegante para aplicar un criterio dualista usando

el razonamiento de la teoría monista, ya que si bien no se negaba la exis-

tencia del tratado, se argumentaba que, por la fuente diversa, internamen-

te prevalecería el ordenamiento jurídico nacional, sin perjuicio de la res-

ponsabilidad estatal en el campo internacional19.

No obstante lo expuesto, es preciso advertir que se observa cierto pro-

greso en el panorama brasileño en relación con los instrumentos internacio-

nales sobre derechos humanos, fundamentalmente a partir de la Enmienda

Constitucional N° 45 de 2004, que incluyó el § 3º al art. 5 de la Constitu-

ción Federal, disponiendo que “[l]os tratados y convenciones internaciona-

les sobre derechos humanos que fueran aprobados, en cada Cámara del

Congreso Nacional, en dos turnos, por tres quintos de los votos de los res-

pectivos miembros, serán equivalentes a las enmiendas constitucionales”

(remarcado agregado).

Asimismo, en la actualidad está gestándose un debate que quizá plas-

me en una importante modificación jurisprudencial del Supremo Tribunal

Federal al conceder ya oficialmente valencia supralegal aunque

infraconstitucional a los documentos sobre aquella materia, lo que se está

discutiendo en tres procesos distintos que serán resueltos conjuntamente:

R.E. 466.343/SP (Rel. Min. Cezar Peluso), H.C. 87.585/TO (Rel. Min. Mar-

co Aurélio) y R.E. 349.703/RS (Rel. Min. Gilmar Mendes); existiendo bási-

camente tres tesis concurrentes en el seno del Tribunal: a) Celso Mello

plantea que tratados de derechos humanos son incorporados con el status

de derecho materialmente constitucional (art. 5, § 2º, de la Constitución

Federal); b) Gilmar Mendes entiende que poseen status supralegal (invo-

cando para fundar tal posición las decisiones del Tribunal Constitucional

alemán –Bundesverfassungsgericht– en el caso de “Maastricht”); y c) que

cuando la Constitución Federal autoriza la prisión del depositario infiel

debe ser interpretada restrictivamente. 

Pese a tal avance en materia de derechos humanos (no exento de

ciertas dudas interpretativas20), persisten algunos obstáculos pues por ejem-
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texto escrito de la conferencia pronunciada en el “XI° Seminario Internacional

‘Constitucionalismo y Democracia en Iberoamérica’”, organizado por el Tribunal

Constitucional de Bolivia, Sucre, 29 de julio a 1 de agosto de 2008).
21 Cfr. Supremo Tribunal Federal de Brasil, in re Carta Rogatoria N° 8.279-4, Repú-

blica Argentina, sentencia de 4 de mayo de 1998. El párrafo transcripto trasuntaba

el criterio del Supremo Tribunal Federal respecto de la solicitud de exequatur de

una rogatoria sustentada en el Protocolo de Medidas Cautelares aprobado por el

Consejo Mercado Común del Mercosur. Con posterioridad a tal fallo, el mencio-

nado Protocolo fue incorporado al ordenamiento jurídico del vecino país, por

medio del Decreto N° 2.626, de 15 de junio de 1998.

En sentido análogo a la resolución impresa a la citada Carta Rogatoria N°

8.279-4, y además de los dos precedentes a los que hicimos referencia en el texto

(RE N° 71.154 y RE N° 80.004), ver: ADI N° 1.480-DE, rel. Min. Celso de Mello;

RTJ 70/333; RTJ 100/1030; RT 554/434 (cftar. La Ley, Buenos Aires, 11 de

agosto de 1998, pp. 4/6).
22 BANDEIRA GALINDO, George Rodrigo, ídem.  

plo tenemos entendido que se mantiene (aunque ahora en cabeza del Su-

premo Tribunal de Justicia) la exigencia de homologación de sentencias

extranjeras y la concesión de exequatur a las cartas rogatorias (art. 105.I.‘i’,

de la Constitución), sumado a que Brasil aún no ratifica la Convención de

Viena sobre el Derecho de los Tratados. De hecho, en alguna oportunidad

resolvió que “los actos internacionales, una vez regularmente incorporados

al derecho interno, se sitúen en el mismo plano de validez y eficacia de las

normas infraconstitucionales (... consagrándose) la tesis (...) de que existe,

entre tratados internacionales y leyes internas brasileñas, de carácter ordi-

nario, mera relación de paridad normativa”21 (bastardilla nuestra).

Como síntesis del estado actual de la cuestión, BANDEIRA GALINDO afirma

que la tendencia a considerar tratados internacionales con jerarquía

supralegal se limita a los relativos a los derechos humanos, ya que en

relación con tratados de otras materias no existe por el momento ningún

indicio en punto a que la posición del Supremo Tribunal Federal pueda ser

modificada. Pese a ello, postula que tal transformación sería muy conve-

niente, pues en primer lugar es muy difícil identificar lo que es en realidad

un tratado de derecho humanos ya que diversos tratados internacionales

tocan aspectos de derechos humanos y no reciben ese rótulo; y, en segun-

do lugar, el desarrollo ocurrido en el plano de la protección internacional de

derechos humanos precisa extenderse a otras ramas del derecho interna-

cional, porque de nada servirá que solamente las normas internacionales

sobre derechos humanos sean desarrolladas y otras normas internaciones

no lo sean, por ejemplo las del derecho internacional económico o las de la

cooperación internacional en materia penal22.

b) b) b) b) b) Uruguay

El contexto constitucional uruguayo también se caracteriza por la au-

sencia de normas sobre el emplazamiento jerárquico de los instrumentos
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23 GROS ESPIELL, Héctor, “El Tratado de Asunción: Una aproximación a su problemáti-

ca jurídica”, Revista de la Facultad de Derecho, N° 1, Universidad de la Repúbli-

ca, Montevideo, 1991, p. 16, citado por LANDONI SOSA, Ángel, “La solución de con-

flictos en el Mercosur”, Revista del Colegio de Abogados de La Plata, Año XXXIV,

N° 54, Buenos Aires, marzo-junio 1994, p. 332.
24 Diario Oficial de 9 de enero de 1997.
25 Hasta donde alcanza nuestra información, ulterior modificación constitucional a

la plebiscitada el 8 de diciembre de 1996, fue la sometida a idéntico procedi-

miento plebiscitario el 31 de octubre de 2004.

internacionales frente al derecho interno. Tampoco cuenta con una cláusu-

la de habilitación que permita atribuir facultades o competencias a organis-

mos supranacionales. A nuestro juicio, en el enlace de ambos elementos

radica el núcleo del problema, por supuesto, desde el plano jurídico.

Por lo demás, si bien existe consenso doctrinario en el sentido de que

el Tratado de Asunción no ofrecería una incompatibilidad con la Carta Magna

de ese país (que entrara en vigor en 1967), sobre todo en una etapa predo-

minantemente caracterizada por la intergubernamentalidad, no existe acuer-

do absoluto acerca de si una profundización del ligamen signada por la

transferencia (cesión, atribución, delegación, traspaso, etc.) de competen-

cias hacia organismos supranacionales habilitados para emitir normas de

aplicación directa, inmediata y preferente sobre el derecho interno, resulta-

ría inconstitucional, en particular vis-à-vis la previsión del art. 4 de la Ley

Fundamental, que dispone: “La soberanía en toda su plenitud existe radi-

calmente en la Nación, a la que compete el derecho exclusivo de establecer

sus leyes…”.

La postura que responde afirmativamente al interrogante, a la que

adherimos, es sustentada –entre otros autores– por GROS ESPIELL, quien

entiende que “desde el momento en que los órganos se integran con indivi-

duos independientes de la voluntad de los Estados signatarios, como es el

caso de los tratados de integración europea (...) la cuestión se hace más

dificultosa, obligando a encarar, en el caso de Uruguay, una reforma consti-

tucional para poder llegar a admitir esa posibilidad” 23 (énfasis agregado).

Quizá se dejó escapar una buena oportunidad en ocasión de la refor-

ma constitucional plebiscitada el 8 de diciembre de 199624, y alguna ulte-

rior25, para introducir una cláusula de habilitación en la Constitución Na-

cional, al estilo de la previsión argentina, que despejara dudas, no dejara

sujeta a labilidades interpretativas una cuestión de suma trascendencia

como la que abordamos y que exhibiera la verdadera decisión política de

generar una disposición constitucional que permita sin ambages a Uru-

guay integrar estructuras supranacionales.

Al respecto, en línea con lo anticipado, concidimos con RISSO FERRAND

cuando afirma que la cuestión de la jerarquía de los tratados internaciona-

les en el ordenamiento interno uruguayo debe ser objeto, reforma constitu-

cional mediante, de una solución clara, superando la actual incertidumbre
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26 RISSO FERRAND, Martín, Derecho Constitucional, T° I, 2ª ed. actualiz. y ampl., Fun-

dación de Cultura Universitaria, Montevideo, 2006, pp. 383/384.
27 El texto de la sentencia puede compulsarse en Revista Uruguaya de Derecho Cons-

titucional y Político, T° VII, N° 37, junio-julio 1990, Montevideo, pp. 32/39. El

párrafo transcripto luce en p. 38.

jurídica, nunca deseada ni admisible en un proceso de integración; para lo

cual propone que la Constitución habilite el pasaje a instancias superiores

de integración (con traspaso o delegación de atribuciones a entes

supranacionales), previendo no sólo esta modalidad sino también la exis-

tencia del derecho comunitario derivado, con disposiciones expresas y cla-

ras acerca de su jerarquía jurídica respecto a las normas propias del dere-

cho interno26.

Para concluir, cabe advertir que en algún momento la Suprema Corte

de Justicia, interpretó, con alegado apoyo en Justino JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA Y

SUPERVIELLE, que “... cabe compartir la tesis que la ley ulterior al tratado,

inconciliable con éste, supone su derogación ...” (remarcado nuestro). Este

criterio fue expuesto por el Máximo Tribunal uruguayo in re “G.S., J. con A.

del U. y C.U. S.A., Reinstalación, Casación”, Ficha 357/989, Montevideo,

de 20 de junio de 199027.

C) C) C) C) C) Venezuela

Con visión prospectiva y aguardando el desarrollo de los acontecimien-

tos, incluimos en este punto a Venezuela, que –como vimos (nota 6 a pie de

página)– ha exteriorizado su voluntad de incorporarse plenamente al

Mercosur.

De un veloz recorrido por su normativa constitucional (de 1999) puede

concluirse que, al menos desde el plano normológico, presenta varios as-

pectos positivos de cara al involucramiento en procesos integrativos, aun-

que quizá en el “debe” pueda contabilizarse que, al igual que Brasil, no ha

ratificado la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, ade-

más de que muestra alguna jurisprudencia preocupante de la Sala Consti-

tucional del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) que, aunque vinculada al

tema de los derechos humanos, deja al descubierto ciertas aristas conflic-

tivas que exceden tal tópico.

A continuación desgranaremos los aspectos positivos, dejando para el

final una brevísima alusión al citado antecedente jurisprudencial que ge-

neró polémica doctrinal.

a) En primer lugar, cuenta con un sistema de control de constitucionalidad

previo de los instrumentos internacionales. En efecto, es de competencia de

la Sala Constitucional del TSJ, verificar a solicitud del Presidente o Presi-

denta de la República o de la Asamblea Nacional, la conformidad con la

Constitución de los tratados internacionales suscritos por la Repú-
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28 Texto constitucional “corregido” y que varía del aprobado en el referéndum de 15 de

diciembre de 2000 y publicado el 30 de diciembre de 1999, que establecía la

“conformidad de la Constitución con los tratados internacionales” –énfasis pro-

pio– (cfr. BREWER-CARÍAS, Allan R., “La Justicia Constitucional en la Constitución

venezolana de 1999”, en FERRER MAC-GREGOR, Eduardo [coordinador], Derecho
Procesal Constitucional, 2ª ed., Colegio de Secretarios de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, Porrúa, México, D.F., 2001, p. 948).
29 Ídem.

blica antes de su ratificación (ordinal 5°)28. Siendo así, cuando menos en la

dimensión teórica, si la Sala Constitucional no encuentra óbice de tal cali-

bre al documento internacional en cuestión, éste no podría (al menos no

debería) ser atacado en el futuro por medio de una fiscalización represiva o

posterior ni tampoco plantearse luego una acción de inconstitucionalidad

contra la ley que lo aprueba.

Juzgamos que tal solución (contralor constitucional previo de los ins-

trumentos internacionales) es fundamental en procesos de integración

supranacional, pues en la práctica (y como afirma BREWER-CARÍAS) llevaría a

la ratificación de los tratados respectivos sólo después de la verificación de

su constitucionalidad por el Tribunal Supremo y evitar, así, la impugna-

ción posterior de la ley aprobatoria de los tratados, como ocurriera en los

casos de los tratados relativos al Acuerdo de Integración de la ahora Comu-

nidad Andina, lo que sucedió –vale aclarar por nuestra parte– con anterio-

ridad a la entrada en vigencia de la actual Constitución29.

b) En segundo lugar, cuenta con una “norma de habilitación”, el art.

153, el que luego de advertir que la República promoverá y favorecerá la

integración latinoamericana y caribeña, en aras de avanzar hacia la crea-

ción de una comunidad de naciones, defendiendo los intereses económi-

cos, sociales, culturales, políticos y ambientales de la región, que podrá

suscribir tratados internacionales que conjuguen y coordinen esfuerzos para

promover el desarrollo común de sus naciones, y que aseguren el bienestar

de los pueblos y la seguridad colectiva de sus habitantes; agrega que, para

tales fines, “podrá atribuir a organizaciones supranacionales, mediante tra-

tados, el ejercicio de las competencias necesarias para llevar a cabo estos

procesos de integración” (remarcado agregado).

c) Por último, el segmento final de la norma citada en el subapartado

anterior es muy importante, ya que después de señalar que las normas que

se adopten en el espectro de los acuerdos de integración serán consideradas

parte integrante del ordenamiento legal vigente, consagra los caracteres bá-

sicos del derecho comunitario, al mencionar que tales normas serán “de

aplicación directa y preferente a la legislación interna” (énfasis agregado).

En línea con ello se ubica otra regla relevante localizada en el art. 318,

párr. 1°, donde si bien se prevé que la unidad monetaria de la República

Bolivariana de Venezuela es el bolívar, dispone que “[e]n caso de que se

instituya una moneda común en el marco de la integración latinoamerica-
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30 Dictada en fecha 12 de junio de 2001.
31 Ver, por ejemplo, AYALA CORAO, Carlos, “La sentencia 1.942 vs. la protección inter-

nacional de la libertad de expresión”, en Derecho Constitucional e institucionalidad
democrática, T° I, ponencias del ‘VIII Congreso Venezolano de Derecho Constitu-

cional’ desarrollado en Valencia (Venezuela), 26 a 28 de noviembre de 2003,

Asociación Venezolana de Derecho Constitucional, pp. 433/505. 
32 Debe tenerse presente que Venezuela es Estado Parte de la Convención America-

na de Derechos Humanos desde el 9 de agosto de 1977 y, de acuerdo con el art.

62 de ésta, reconoció la competencia contenciosa de la Corte Interamericana el

24 de junio de 1981.

na y caribeña, podrá adoptarse la moneda que sea objeto de un tratado que

suscriba la República”.

d) d) d) d) d) El polémico decisorio de la Sala Constitucional al que nos referíamos

es la Sentencia 1.942, de 15 de julio de 2003, que reitera la doctrina de su

predecesora 1.01330 y que no fue precisamente bien recibida por la doctrina

especializada31 .

Tal pronunciamiento convalidó el delito de desacato, al conocer de una

acción de nulidad por inconstitucionalidad contra varios artículos del Có-

digo Penal que establecen esa figura o permiten la utilización de otras nor-

mas de la legislación penal de la misma manera y con idénticos fines. Al

efecto, y luego de recordar la previsión del artículo 23 constitucional en

cuanto a que las disposiciones de los tratados, pactos y convenciones rela-

tivos a derechos humanos adquieren rango constitucional, estando equipa-

radas a normas contenidas en la Constitución, puntualizó que aquella cláu-

sula establece una prevalencia de normas, pero no de fallos o dictámenes de

instituciones, resoluciones de organismos, etc. En otras palabras, pero siem-

pre siguiendo la posición delineada por la Sala, la nombrada prevalencia

no alcanza a los informes u opiniones de organismos internacionales que

pretendan interpretar el alcance de las normas de los instrumentos inter-

nacionales, pues el único capaz de interpretarlas, con miras al derecho vene-

zolano, es el juez constitucional, conforme al artículo 335 de la vigente Cons-

titución, en especial, al intérprete nato de la Constitución de 1999, y, que es

la Sala Constitucional.

En consecuencia, esta última moldeó un criterio discutible en cuanto

a la interacción del derecho internacional de los derechos humanos y el

derecho interno, vehículo una involución interpretativa en la materia al

blandir un concepto de soberanía hace tiempo superado y dejó de acatar

las obligaciones emergentes de los tratados internacionales relativos a di-

cho campo temático al considerar que las recomendaciones contenidas en

los informes adoptados por la Comisión Interamericana “no son obligato-

rias” y que las sentencias de la Corte Interamericana, “para ser ejecutadas

dentro del Estado, tendrán que adaptarse a su Constitución”, con lo cual,

adjudica al juez nacional facultades de control y escrutinio de los pronun-

ciamientos de dichos órganos protectorios interamericanos32 .
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Además de poner en entredicho lo dispuesto por el artículo 23 consti-

tucional, la resolución dejó en un cono de sombras a la previsión del art. 31,

ibíd., que en su párr. 1° determina que “toda persona tiene derecho, en los

términos establecidos por los tratados, pactos y convenciones sobre dere-

chos humanos ratificados por la República, a dirigir peticiones o quejas

ante los órganos internacionales creados para tales fines, con el objeto de

solicitar el amparo a sus derechos humanos”, agregando en su 2° párr. que

el Estado adoptará –conforme a procedimientos establecidos en la Consti-

tución y la ley–, “las medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a

las decisiones emanadas de los órganos internacionales previstos en este

artículo” (en ambos casos los remarcados nos corresponden).

Finalmente, es de destacar que la cuestión generada por la Sentencia

N° 1.942 fue planteada ante la Comisión Interamericana de Derechos Hu-

manos, la que, a su vez, solicitó medidas provisionales a la Corte

Interamericana de Derechos Humanos. Éstas fueron concedidas por el Tri-

bunal, pero ante el incumplimiento del Estado venezolano y la denuncia

realizada en tal sentido por la Comisión Interamericana, aquél emitió una

resolución conjunta en fecha 4 de mayo de 2004, relativa a las medidas

provisionales respecto de Venezuela en cuatro casos, entre los que se cuen-

ta el que aquí nos ocupa. Entre otros puntos, declaró: a) que por haber

reconocido su competencia, Venezuela está obligada a cumplir las decisio-

nes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que tiene el po-

der, inherente a sus atribuciones, de supervisar el cumplimiento de las

mismas; y b) que dicho Estado tiene la obligación de implementar las medi-

das provisionales ordenadas por la Corte y de presentar, con la periodici-

dad que ésta indique, los informes requeridos y, además, que la facultad de

la Corte incluye evaluar los informes presentados, y emitir instrucciones y

resoluciones sobre el cumplimiento de sus decisiones.

D) D) D) D) D) Balance

a) a) a) a) a) El trayecto analítico que nos condujo por algunos de los pliegues del

derecho y la jurisprudencia comparados de los países que integran el

Mercosur (y de Venezuela, que aspira a incorporarse plenamente a él), pone

al descubierto una heterogeneidad de soluciones que conspira contra la

posibilidad de cumplir los ambiciosos propósitos declamados –particular-

mente, el advenimiento de un mercado común u otra estructura integrativa

superior–, por lo que si confluye una real voluntad política no dejaría de ser

aconsejable intentar una nivelación constitucional y jurisprudencial, que

brinde el sustento necesario para que germine saludablemente el modelo

integrativo seleccionado.

b) b) b) b) b) No debería perderse de vista que el derecho comunitario tiene como

caracteres predominantes su autonomía, el efecto directo y la aplicación

inmediata y preferente de sus normas, características que –en conjunto–

convergen hacia la prevalencia del orden jurídico comunitario en relación con
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33 ALONSO GARCÍA, Ricardo, Derecho comunitario y derechos nacionales. Autonomía,
integración e interacción, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1999, p. 105.

34 Ídem.
35 PUENTE EGIDO, José, “El impacto del derecho comunitario europeo en la Constitu-

ción Española”, en DRNAS DE CLÉMENT, Zlata (coordinadora), Estudios de Derecho
Internacional. En homenaje al Profesor Ernesto J. Rey Caro, T° II, Drnas - Lerner

editores, Córdoba, 2002, p. 1654.

las normativas internas de los Estados que conforman el espacio regional

de que se trate.

Lo dicho amerita un par de consideraciones explicativas, que delinea-

remos a continuación, por cierto, sin visos de taxatividad.

En primer lugar, y como explica ALONSO GARCÍA, la naturaleza autónoma

del ordenamiento jurídico comunitario se traduce en un sistema institucional

propio, en cuyo marco se produce derecho y se controla el respeto de la

constitucionalidad-legalidad comunitaria33 . Tal naturaleza autónoma, añade

el referido autor, incluye la participación de los ordenamientos jurídicos

nacionales: verticalmente, por medio de sus propias estructuras, comple-

mentarias del aparato institucional comunitario en su doble vertiente de

producción jurídica y de control jurisdiccional; y horizontalmente, aportan-

do concepciones y técnicas nacionales en la configuración de las reglas de

juego del sistema comunitario34 .

Por su parte, uno de los caracteres salientes del derecho comunitario

es el de la primacía, respecto del cual PUENTE EGIDO se encarga de aclarar

que, bien interpretado, ese principio significa que en caso de contradicción

de una norma comunitaria con otra regla de un sistema jurídico de un

Estado Miembro (cualquiera sea su rango normativo) “el juez nacional ha

de aplicar en el caso concreto la comunitaria e inaplicar la nacional” (remarcado

del original), tratándose “de un estricto problema de aplicación preferente,

porque al hacerlo así, el juez nacional no induce en la regla inaplicada un

principio de nulidad o anulabilidad. Ésta sigue siendo plenamente válida y

susceptible de ser aplicada en cualquier otro supuesto en el que no haya

esa incompatibilidad”, de lo que deduce el autor que la primacía nada tiene

que ver con el principio de jerarquía normativa35 .

c) c) c) c) c) Dentro de esas líneas contextuales, concretamente y para los casos

de Brasil y Uruguay, aquella nivelación normativa podría venir de la mano

de sendas reformas constitucionales, que atribuyan la legitimación sufi-

ciente para crear entes supranacionales receptores de competencias o atri-

buciones dispensadas por esos Estados.

De su lado, en los supuestos de Argentina y Paraguay, y con sus pecu-

liaridades,  puede concluirse que sus sistemas constitucionales se encuen-

tran suficientemente acondicionados para emprender semejante intensifi-

cación del ligamen integrativo.

Finalmente, y siempre desde la vertiente normativa, el contexto jurídi-
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co venezolano también estaría adaptado para avanzar hacia estructuras

integrativas más complejas, incluso con un interesante plus de tutela pre-

ventiva al haberse institucionalizado en la Ley Fundamental un modelo de

control de constitucionalidad previo de los tratados internacionales, lo que

impediría (al menos desde una óptica especulativa o teórica) “sorpresas”

ulteriores cuando el instrumento en cuestión ya esté vigente, sorteando el

riesgo de que el Estado incurra en responsabilidad internacional. Sin em-

bargo, y para evitar una lectura parcializada del enfoque, cabe llamar la

atención sobre el discutible criterio que la Sala Constitucional del TSJ sen-

tara en la reseñada Sentencia N° 1.942, brindando una devaluada cotiza-

ción a los pronunciamientos de los órganos protectorios interamericanos

en materia de derechos humanos (Comisión y Corte Interamericanas) al

entenderlos sometidos al control y escrutinio posteriores por parte del juez

nacional a los fines de su eventual cumplimiento.

IV. IV. IV. IV. IV. CIERTAS CUESTIONES CONFLICTIVAS QUE SURGEN DE LACIERTAS CUESTIONES CONFLICTIVAS QUE SURGEN DE LACIERTAS CUESTIONES CONFLICTIVAS QUE SURGEN DE LACIERTAS CUESTIONES CONFLICTIVAS QUE SURGEN DE LACIERTAS CUESTIONES CONFLICTIVAS QUE SURGEN DE LA

INTERRELACIÓN DE LA INTEGRACIÓN SUPRANACIONAL Y ELINTERRELACIÓN DE LA INTEGRACIÓN SUPRANACIONAL Y ELINTERRELACIÓN DE LA INTEGRACIÓN SUPRANACIONAL Y ELINTERRELACIÓN DE LA INTEGRACIÓN SUPRANACIONAL Y ELINTERRELACIÓN DE LA INTEGRACIÓN SUPRANACIONAL Y EL

FEDERALISMO Y DE LA BÚSQUEDA DE INSTANCIAS DE PARTICIPA-FEDERALISMO Y DE LA BÚSQUEDA DE INSTANCIAS DE PARTICIPA-FEDERALISMO Y DE LA BÚSQUEDA DE INSTANCIAS DE PARTICIPA-FEDERALISMO Y DE LA BÚSQUEDA DE INSTANCIAS DE PARTICIPA-FEDERALISMO Y DE LA BÚSQUEDA DE INSTANCIAS DE PARTICIPA-

CIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESCIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESCIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESCIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESCIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALES

1.1.1.1.1.     Perfiles de la cuestiónPerfiles de la cuestiónPerfiles de la cuestiónPerfiles de la cuestiónPerfiles de la cuestión

Básicamente, el propósito de este segmento del trabajo es enfocar al-

gunos aspectos de interés relativos, por ejemplo, a la posibilidad de que las

entidades infranacionales desplieguen cierto tipo de actividad en el ámbito

internacional o de que se generen a su respecto alternativas de participa-

ción en el proceso integrativo en los planos interno o externo.

En definitiva, se trata de amortiguar con recursos descentralizantes

el impacto que sobre tales esferas infraestatales puede provocar el fenó-

meno integrativo, que genera vectores centrípetos cobijados en el ente

comunitario.

En cada país de estructura compleja deberán buscarse espacios en

el espectro interno o en el internacional para habilitar vías de actuación

en el proceso de integración por parte de los Estados, el Distrito Federal y

los Municipios, en el caso del Brasil; las provincias, las regiones (aunque

no sean instancias políticas), los municipios y la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires (CABA), en el supuesto de Argentina; y los Estados, el Distri-

to Capital, las dependencias federales y los territorios federales, en el ámbito

de Venezuela.

Más allá de todo ello, se mantienen vivas naturalmente las posibilida-

des que per se tales entidades subestatales puedan buscar ad extra o las

que el propio contexto normativo comunitario pudiera depararles. Por su-

puesto, siempre dejando a buen resguardo los límites establecidos por las

respectivas configuraciones constitucionales y los repartos competenciales

que éstas diseñen.
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36 HERNÁNDEZ (h.), Antonio María, Integración y globalización: rol de las regiones, pro-
vincias y municipios, Depalma, Buenos Aires, 2000, p. 41.

37 GELLI, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina comentada y concordada,

La Ley, 2ª ed. ampl. y actualiz., Buenos Aires, 2003, p. 861.

2. El caso argentino2. El caso argentino2. El caso argentino2. El caso argentino2. El caso argentino

A modo de caso testigo, plantearemos ciertos puntos temáticos intere-

santes (algunos, con aristas conflictivas) que surgen de la Constitución

argentina a partir de la reforma constitucional de 1994.

A)A)A)A)A) La regionalización

El artículo 124 constitucional acuerda a las provincias la facultad de

crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos

con facultades para el cumplimiento de sus fines.

Tal premisa debe leerse en línea con el art. 125, parte inicial, ibíd., que

permite a las provincias la celebración de tratados parciales para fines de

administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad co-

mún, con conocimiento del Congreso; y con el art. 126, ibíd., que paralela-

mente les proscribe ejercer el poder delegado a la Nación y la celebración de

tratados parciales de carácter político.

De tal trama normativa surge que la región no es una nueva instancia

política en el sistema institucional argentino. Pero sin duda, es una impor-

tante herramienta de oxigenación federal, mas siempre como vehículo des-

centralizador, es decir, como advierte HERNÁNDEZ, no destinada a centralizar

el país o violar las autonomías provinciales y municipales36 .

Aprovechamos este segmento del trabajo para reiterar nuestra posi-

ción en punto a que la creación de regiones en los términos del art. 124 de

la Constitución Federal es una facultad provincial y no del gobierno nacio-

nal, lo que obviamente no significa que éste deba desentenderse del proce-

so de regionalización, pues otra de las innovaciones vehiculadas por la

reforma de 1994 y, en este caso, trasvasada al art. 75, inc. 19, párr. 2°, es

la atribución conferida al Congreso en punto a proveer al crecimiento ar-

mónico de la Nación y promover políticas diferenciadas que tiendan a equili-

brar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones, iniciativas para

las cuales el Senado será Cámara de origen.

En otras palabras, las regiones no pueden ser pergeñadas por ley del

Congreso y de espaldas a las provincias o en contra de la voluntad de éstas,

pues como agudamente ha advertido GELLI, “[n]o se trata de que el Estado

Federal planifique una superestructura compuesta por regiones por sobre

las provincias que implique, en los hechos, un corrimiento de los límites de

éstas. Por el contrario, la regionalización se constituye en un instrumento de

los entes locales para solucionar problemas comunes, maximizando las ven-

tajas comparativas de cada una de las provincias que acuerdan crear una

región, aunque sólo pueden hacerlo en materia económica y social…” 37.
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38 STÄHLI, Jorge, “Participación de las regiones internas de los Estados en los procesos

de integración”, en un texto inédito que el autor (Profesor de Derecho Internacio-

nal Privado y de Derecho de la Integración de la Facultad de Derecho de la Uni-

versidad Nacional de Rosario), tuviera la gentileza de enviarnos.

Por lo demás, la política de regionalización ad intra y ad extra (en el

contexto integrativo del Mercosur) podrá coadyuvar, como ha sucedido en

Europa y naturalmente teniendo en cuenta las significativas diferencias y

evitando mimetismos jurídicos artificiales, a la búsqueda de grados más avan-

zados de cohesión social y territorial y de desarrollo económico equilibrado.

En línea con ello, y para cerrar este punto, coincidimos con STÄHLI

respecto de las tres cuestiones centrales que plantea acerca de la existen-

cia de una política regional en el marco de un esquema de integración, las

que tienen que ver con los objetivos generales perseguidos: la democratiza-

ción del proceso integrador, la incorporación a éste de una nueva dinámica

y la corrección de los desequilibrios38 .

B) B) B) B) B) La actividad internacional de las provincias

Nótese que el mencionado art. 124 de la Carta Fundamental prevé que

las provincias “podrán también celebrar convenios internacionales en tan-

to no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten

las facultades delegadas al Gobierno federal o al crédito público de la Na-

ción; con conocimiento del Congreso Nacional”.

La cuestión ha suscitado numerosas dudas en la doctrina tanto en

torno al grado de legitimación de las provincias para actuar interna-

cionalmente y al alcance de tal eventual actividad, como al calibre semántico

de la expresión “con conocimiento del Congreso Nacional”.

La problemática recepta importancia no sólo desde el plano especula-

tivo o académico, sino fundamentalmente desde la óptica del refuerzo del

federalismo, la revalorización de las gestiones que en el ámbito internacio-

nal les es lícito desplegar a las unidades provinciales y el rol que pueden

jugar en el terreno de la integración supranacional, naturalmente dentro

de los límites establecidos por la Ley Fundamental, lo que supone dejar a

buen resguardo el principio jurídico-axiológico de lealtad constitucional que,

justo es decirlo, no solamente vincula a las entidades infraestatales respec-

to del gobierno central, sino que, en retroalimentación, también compro-

mete a éste con relación a aquéllas.

Un enfoque exegético del segmento del precepto citado lleva en primer

término a puntualizar desde una dimensión genérica que tales actividades

de alcance internacional o gestiones internacionales de las provincias, re-

sultan legitimadas a partir de una percepción flexible de las “relaciones

internacionales”, cuya conducción y responsabilidad –como es de sobra co-

nocido– recaen exclusivamente en el Estado Federal en cuanto a lo que

corporizaría el “núcleo duro” de aquellas relaciones.
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39 AGOSTINI, María Valeria, “Líneas de evolución de la acción de las regiones italianas

en el exterior y de su participación en el proceso de adopción de decisiones

comunitarias”, en AA.VV., “La acción exterior y comunitaria de los Länder, regio-

nes, cantones y comunidades autónomas”, cit., p. 24.      
40 CASANOVAS Y LA ROSA, Oriol, “La acción exterior de las Comunidades Autónomas y

su participación en la celebración de tratados internacionales”, loc. cit. en nota

anterior, pp. 57/58.
41 En general hay consenso doctrinario acerca de que, en el contexto de nuestra Ley

Fundamental e interpretando la voluntad del constituyente reformador, la ex-

presión “convenios internacionales” representa un escalón jerárquico inferior a

la de “tratados internacionales”, reservados al Estado Nacional (Poderes Ejecuti-

vo y Legislativo) en el marco de una fórmula léxica empleada por ejemplo en los

arts. 27, 31 y 75, incs. 22, 23 y 24.

Sin embargo, es preciso recordar que desde un plano genérico y en el ám-

bito del derecho internacional, entre ambas denominaciones existen lazos de

afinidad semántica. Es que la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra-

tados, de 23 de mayo de 1969, que entrara en vigor el 27 de enero de 1980, ha

determinado que a los efectos de tal Convención, “se entiende por ‘tratado’ un

acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el dere-

cho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumen-

tos conexos y cualquiera que sea su denominación particular” (cfr. art. 2.1.‘a’).

Al explicar la citada definición, DE LA GUARDIA puntualiza que según tal Con-

vención y a los efectos de su texto, “todo convenio será un ‘tratado’ siempre que:

a) sea un acuerdo internacional; b) haya sido celebrado por escrito; c) se haya

concluido entre Estados; d) esté regido por el derecho internacional, y e) cual-

Correlativamente, la mencionada laxitud interpretativa de dicha expre-

sión permitiría pensar en un “núcleo blando” que habilita la realización de

actividades de tenor internacional por parte de los entes subestatales, o lo

que por ejemplo y mutatis mutandi, la doctrina italiana denomina “attività

promozionali” (“actividades de promoción exterior”), encaminadas justamente

a la promoción del desarrollo económico, social y cultural que las regiones

pueden desempeñar con acuerdo del Gobierno39  (en el caso argentino, las

provincias lo deben hacer “con conocimiento del Congreso Nacional”).

Dicho en palabras de CASANOVAS Y LA ROSA, al margen de las “relaciones

internacionales” en sentido estricto y de la celebración de tratados interna-

cionales, cabe “articular un ámbito de acción exterior que se fundamente

en los poderes e intereses propios de las entidades infraestatales y se ajus-

te a lo que es la práctica constitucional e internacional actual en los Esta-

dos de estructura compleja”40 .

Aclarado lo anterior, y retomando en particular el tramo del art. 124

referido a las actividades que ad extra están facultadas a llevar adelante las

provincias, la terminología “convenios internacionales” que pueden cele-

brar, suponemos ha sido pensada para transmitir un mensaje que

exteriorice una distinción categorial enraizada en una valencia jurídica más

tenue y menos formal que la de “tratados internacionales”, que quedan

inmersos –estos últimos– en la órbita competencial exclusiva del Estado

Nacional en el manejo de las relaciones internacionales41  (“núcleo duro”).
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quiera sea su denominación particular y aunque conste en un instrumento único

o en dos o más instrumentos conexos” (DE LA GUARDIA, Ernesto, Derecho de los
tratados internacionales, Edit. Ábaco, Buenos Aires, 1997, p. 107). Justamente al

desarrollar este último elemento de la definición, es decir, “cualquiera sea su

denominación particular y aunque conste en un instrumento único o en dos o

más instrumentos conexos”, el citado autor recuerda que la Convención adhiere

al criterio contemporáneo y generalizado en cuanto a la utilización del término

“tratado”, que abarca a “todos los acuerdos internacionales, sobre los que existe

una gran variedad de denominaciones, como convención, protocolo, arreglo, de-

claración, carta, pacto, convenio, acta, acuerdo, estatuto, concordato, canje de

notas, notas reversales, minutas aprobadas, memorándum de acuerdo, modus
vivendi, etcétera” (ibíd., pp. 114/115).

Por su parte, en el ámbito del derecho comparado latinoamericano existen

Constituciones que plasman en sus textos las nomenclaturas “tratados o conve-

nios internacionales”, por ejemplo, las de Bolivia y Ecuador (sobre el particular,

ver el libro de BAZÁN, Víctor, Jurisdicción constitucional y control de constitucionalidad
de los tratados internacionales. Una visión de derecho comparado, Edit. Porrúa,

México, D.F., 2003).

Justamente, la celebración de “convenios internacionales” por las uni-

dades provinciales queda supeditada a la compatibilidad “con la política

exterior de la Nación” y la no afectación de “las facultades delegadas al

Gobierno federal o al crédito público de la Nación”. Puede acordarse o no

con los lineamentos léxicos adoptados por el constituyente reformador de

1994 para trazar los límites a las actividades provinciales de alcance inter-

nacional, mas lo que sí queda claro es que en tal diseño lingüístico se

inserta la matriz del citado principio de “lealtad constitucional”, que en el

particular las provincias deben acatar para preservar la intangibilidad del

reparto de competencias acordado con el Estado Nacional.

En definitiva, y en lo que hace al objeto de tales “convenios internacio-

nales”, parece claro que el mismo debe girar en torno a competencias ex-

clusivas de las provincias o concurrentes con la Nación.

Por su parte, no menor polémica trae consigo la fórmula escogida en

punto a que tanto la creación de regiones como la celebración de convenios

internacionales deben realizarse “con conocimiento del Congreso Nacional”.

Liminarmente, nos apresuramos a aclarar que, desde nuestra óptica,

“conocimiento” no origina la exigencia de consentimiento, aprobación ni

autorización, sino de comunicación al Poder Legislativo.

Tal posición reconoce varios puntos de sustentación: en primer lugar,

por cuanto desde el plano semántico “con conocimiento” sólo supone el

resultado de “hacer saber” o “informar”, lo que dista conceptualmente de

“consentimiento”, “aprobación” u otros términos equivalentes; en segundo

lugar, porque durante los trabajos y debates de la Convención Constituyen-

te se manejaron varias opciones terminológicas para la redacción de este

tramo de la norma en cuestión, entre los que se cuentan los mencionados

en último término, decantándose finalmente por la expresión “con co-
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42 La norma en cuestión, refiriéndose al ap. 2 del mismo artículo, expresa que sin el

“consentimiento” del Congreso “ningún Estado podrá (…) celebrar convenio o pac-

to alguno con otro Estado o con una potencia extranjera,…” (el texto en español ha

sido consultado en CASCAJO CASTRO, José Luis y GARCÍA ÁLVAREZ, Manuel [editores],

Constituciones extranjeras contemporáneas, 3ª ed., Tecnos, Madrid, 1994, p. 68).
43 GELLI, María Angélica, op. cit., p. 863.
44 FRÍAS, Pedro J., Derecho Público Provincial, Depalma, Buenos Aires, 1987, p. 104;

aludido por HERNÁNDEZ (h.), Antonio M., Integración y globalización: rol de las regio-
nes, provincias y municipios, cit., p. 44.

45 ZARZA MENSAQUE, Alberto, “Las provincias en las relaciones interjurisdiccionales”,

en DRNAS DE CLÉMENT, Zlata y REY CARO, Ernesto (Directores), Jornadas de reflexión
sobre regionalización y Mercosur, cit., p. 59.

nocimiento”, que –reiteramos– exhibe una carga de significado distinta de

las enunciadas, además de que no cabe predicar de los constituyentes una

actuación desprevenida o inopinada en la selección del texto particular; y,

por último, refuerza nuestra percepción el distanciamiento que en el punto

se da en relación con la Constitución de EE.UU., una de las fuentes de la

Ley Fundamental argentina, que exige el “consentimiento” del Congreso

para que el Estado celebre convenio o pacto alguno con otro Estado o con

una potencia extranjera42  (art. I, Sección X, ap. 3).

Cuestión complicada es predeterminar qué sucedería en caso de que el

Congreso estuviera en disconformidad con el acuerdo regional o que el con-

venio internacional violara los límites impuestos constitucionalmente. En

tales hipótesis, y siempre que las vías previas del diálogo democrático

fracasaren, cabría al Estado Nacional la articulación de una acción judicial

ante la Corte Suprema de Justicia en contra de las provincias (o la CABA)

actuantes o, en un supuesto extremo y si eventualmente quedaran reuni-

das las pautas diseñadas por el art. 6 de la Constitución, disponer la inter-

vención federal (arts. 75, inc. 31, ó 99, inc. 20, ibíd.), en cuyo caso, GELLI

sugiere que los senadores representantes de las provincias en cuestión o

de la CABA, deberían defender “las razones y justificación de los Estados

locales” (énfasis del original)43 .

Apoyándose en FRÍAS, HERNÁNDEZ
44  advierte que un pronunciamiento

negativo del Congreso no dejaría sin efecto el acuerdo, como sería el caso

de la desaprobación.

Finalmente, y para aventar posibles cuestionamientos en el despliegue

de la acción exterior de las provincias, ZARZA MENSAQUE ofrece como alterna-

tiva que por medio de un acuerdo previo entre el Estado Federal y aquéllas,

“el Congreso dicte una ley convenio que establezca los aspectos sustancia-

les y procedimentales que deben respetar los Estados locales para que los

convenios que suscriban sean válidos”45 .
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46 “Versiones taquigráficas de la Comisión de Redacción”, Obra de la Convención
Nacional Constituyente 1994, T° IV, Centro de Estudios Jurídicos y Sociales, Mi-

nisterio de Justicia de la Nación, La Ley, Buenos Aires, 1997, p. 4144.
47 Ídem.
48 Ídem.
49 Cfr. DALLA VIA, Alberto R., Manual de derecho constitucional, LexisNexis, Buenos

Aires, 2004, p. 688, quien aclara que las objeciones fueron respondidas en los

C) C) C) C) C) ¿Una protección adicional para el federalismo en los procesos de

integración?

Es importante destacar que durante los debates de la Convención Cons-

tituyente de 1994, que deparara el texto actualmente vigente, se planteó la

incorporación de una especie de “cláusula federal” dirigida a proteger al

federalismo frente a los tratados internacionales en materia de integración.

Justamente se postulaba que en la norma contenida en el hoy art. 75,

inc. 24, párr. inicial, además del respeto por el orden democrático y los

derechos humanos como principios por preservar en los tratados de inte-

gración que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones

supraestatales, se incluyera al “sistema federal” asegurando a las provin-

cias la efectiva participación en la decisión de los asuntos que las afectasen

directamente.

La fundamentación de la moción puede ser sintetizada siguiendo las

palabras del convencional Gabriel LLANO, cuando afirmaba que en el nuevo

inciso que se pretendía agregar al entonces art. 67 (hoy 75) existía una

omisión, “porque al Congreso Nacional se lo va a facultar a delegar compe-

tencias, pero en esa delegación de competencias se tiene que respetar el

ámbito de competencia reservado a las provincias” 46 . Añadía que “si van a

existir por ahí organismos supranacionales con facultades de dictar normas

obligatorias que van a tener una validez superior a nuestras leyes y que

seguramente tendrán contenido económico y si estas normas van a tener

una decisiva incidencia en el desarrollo de algunas economías regionales, yo

creo que hay que completar esta norma con el respeto al sistema federal de

gobierno. Es más, me animaría a proponer que haga alusión a la efectiva

participación de las provincias” 47 . Así, y luego de aludir a la experiencia

alemana de los Länder por medio de los observadores, propuso completar la

regla de la siguiente manera: “y que respete los derechos humanos, el orden

democrático, el sistema federal a través de la efectiva participación de las

provincias en dichos organismos” 48  (el remarcado no es del original).

Finalmente la propuesta no prosperó, manifestándose para descartar-

la que el modelo constitucional argentino cuenta con las reservas realizadas

y prescriptas en la Constitución para sostener su sistema federal, por lo que

se entiende que la aprobación por las distintas instancias federales, como

es el caso de la Cámara de Senadores, que requerirá una mayoría calificada

para tratar estos temas, cubriría las necesidades que las provincias recla-

men durante un proceso de integración49 .
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términos indicados en el texto al que se refiere esta nota por el convencional Juan

Pablo CAFIERO, miembro informante de la Comisión de Integración y Tratados In-

ternacionales.

Sobre el tema de la protección del federalismo frente a los tratados internacio-

nales en materia de integración y lo que denomina “el límite federal de la

supranacionalización”, puede consultarse FARRANDO (h.), Ismael, “El municipio en la

perspectiva de la integración”, en PÉREZ GUILHOU, Dardo et. al., Derecho Público Provin-
cial y Municipal, Vol. I, 2ª ed. actualiz., particularmente pp. 356/357 y nota 23.

50 Vid. en ese sentido, por ejemplo, CASTORINA DE TARQUINI, María Celia, “El federalismo”,

loc. cit. en la última parte de la nota anterior, pp. 138/141.
51 SABSAY, Daniel Alberto, “El federalismo en la Constitución y las posibilidades de

reconstrucción que brinda la reforma de 1994”, en AA.VV., Constitución de la
Nación Argentina. Con motivo del sesquicentenario de su sanción, T° II, Asociación

Argentina de Derecho Constitucional, Santa Fe, 2003, p. 375.
52 Ídem.
53 Mutatis mutandi y concentrándose en el caso de México pero con utilidad genérica,

al tratar el tema del poder de celebrar tratados internacionales y su vinculación

con el sistema federal, SERNA DE LA GARZA plantea la conveniencia de redefinir el

diseño básico del poder de celebración de tales instrumentos, uno de cuyos pun-

tos esenciales tiene que ver con la “revitalización del Senado como cámara de

representación de los estados”, estableciéndose en el sistema de distribución de

competencias la existencia y eficacia de controles sobre la decisión política del

presidente de celebrar un tratado que recaiga sobre materias reservadas a las

entidades federativas. En ese punto, el autor citado postula la necesidad de pen-

sar en “un Senado que, una vez revitalizado como cámara federal, pudiese interve-

nir en el proceso de celebración de tratados internacionales, pero desde la nego-

ciación misma del instrumento”, y no sólo como instancia de aprobación o rechazo

Sea como fuera y más allá de no haber fructificado la aludida proposi-

ción –lo que para algún sector de la doctrina es una muestra más del déficit

federal de la reforma constitucional50–, es interesante la reflexión de SABSAY

cuando afirma que la circunstancia de que el constituyente haya apostado

por un modelo federal de concertación que ubica al país en camino hacia el

fortalecimiento de la periferia para reequilibrar el excesivo vigor que han

acusado las fuerzas centrípetas en la historia de nuestro federalismo, hará

“posible contrarrestar –igualmente– la excesiva concentración de poder que

puede resultar del proceso de integración continental que hemos inaugurado

junto a las naciones limítrofes” 51  (énfasis agregado); aunque no deja de

advertir que tales comentarios se circunscriben a la descripción de las dis-

posiciones constitucionales y no a las experiencias en materia de aplica-

ción pues “más allá de las aspiraciones del constituyente, la labor legislati-

va no las ha acompañado” 52 .

Por nuestra parte sólo nos permitimos acotar que en éste como en

otros puntos temáticos, la hora actual impone como desafío impostergable

la revitalización del Senado para la asunción y el cumplimiento genuinos

de su rol como Cámara de representación de los intereses de las provincias

en nuestro esquema estatal federal53, tanto en relación con el plano inter-

nacional como en la dimensión endógena54.
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D)D)D)D)D) ¿Y los municipios?

Naturalmente, los municipios no pueden quedar al margen del proce-

so integrativo y, a partir de la autonomía que les reconoce explícitamente la

Ley Fundamental en el art. 123, pueden desplegar actividades de gestión

internacional, observando ciertos límites entre los que se cuentan los im-

puestos por la Constitución de la provincia a la que pertenecen y natural-

mente los fijados por la Norma Superior de la Nación.

En tal sentido, y si bien es cierto que la Carta Magna no depara expre-

samente a los municipios una norma equivalente al art. 124 respecto de las

provincias, BARRERA BUTELER advierte que el contexto social del mundo

globalizado impone considerar que también la atribución de celebrar acuer-

dos en el orden internacional queda comprendida en el principio constitu-

cional de autonomía municipal pues el ámbito de interrelación e interde-

pendencia que condujo al reconocimiento de tal atribución a las provincias

(aun antes de la reforma de 1994), apunta a la misma dirección respecto de

los municipios, que tienen múltiples vínculos convencionales en el plano

internacional, por ejemplo, la práctica reiterada de los “hermanamientos

de ciudades”, que vinculan con lazos de cooperación recíproca a munici-

pios de diversos países y continentes55 .

de un documento que fuera negociado exclusivamente por el Ejecutivo federal.

Concluye aseverando que “un Senado erigido en una verdadera cámara de

representación de los intereses de los estados es la mejor garantía de que los trata-

dos internacionales celebrados por el presidente de la República no afecten de ma-

nera adversa a las partes integrantes del pacto federal (SERNA DE LA GARZA, José Ma-

ría, “La lógica centralizadora del sistema federal mexicano”, en VALADÉS, Diego y

SERNA DE LA GARZA, José María [coordinadores], Federalismo y regionalismo, Universi-

dad Nacional Autónoma de México [Instituto de Investigaciones Jurídicas] y Tribu-

nal Superior de Justicia del Estado de Puebla, México, D.F., 2005, pp. 578/582).
54 Baste recordar que, por ejemplo, en materia de coparticipación federal impositiva

–uno de los temas ligados al “fortalecimiento del federalismo” pregonado por la

Ley 24.309 declaratoria de la necesidad de la reforma constitucional de 1994, y

reivindicados en su oportunidad como logros de ésta– se hace perceptible la

brecha entre lo pautado normativamente y las pretericiones en el ámbito fáctico,

ya que tanto el régimen coparticipativo (a instrumentarse por una ley convenio

con el Senado como Cámara de origen), como la reglamentación del organismo

fiscal federal aludidos por el art. 75, inc. 2, debieron haber sido establecidos

antes de la finalización del año 1996, de acuerdo con la disposición transitoria

sexta, lo que aún no ha ocurrido.

No es precisamente agradable constatarlo ni decirlo, pero es igualmente

difícil disimular que la sombra de las omisiones inconstitucionales traducibles

en la falta de desarrollo legislativo de varios aspectos contenidos en la letra de la

Constitución, continúa siendo frondosa en el escenario jurídico nacional. 
55 BARRERA BUTELER, Guillermo, “Facultades de las entidades subnacionales en la celebra-

ción de gestiones y convenios internacionales”, en HERNÁNDEZ (h.), Antonio M. (Direc-

tor), La descentralización del poder en el Estado contemporáneo, cit., pp. 213/214.
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56 PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel, “Facultades de los entes subnacionales en el sistema co-

munitario europeo”, en DRNAS DE CLÉMENT, Zlata y REY CARO, Ernesto (Directores),

Jornadas de reflexión sobre regionalización y Mercosur, cit., p. 21.
57 Ibíd., p. 20.
58 Ídem.

3. La experiencia europea3. La experiencia europea3. La experiencia europea3. La experiencia europea3. La experiencia europea

Abandonando el marco del derecho argentino, emprenderemos un bre-

ve recorrido por la experiencia europea, limitándonos a presentar algunas

posibilidades de participación de las colectividades territoriales en la dinámica

supranacional y a enfocar cuestiones delicadas que surgen del impacto de

ésta en los Estados con estructura compleja (regional, federal, federo-regional

o con incipientes signos centrífugos), a partir del afianzamiento del esquema

comunitario, de un lado, y del crecimiento del número de Estados que procu-

ran acrecentar sus procesos de descentralización ad intra, por el otro.

A) A) A) A) A) Participación de las colectividades territoriales en el proceso co-

munitario

Ligado a lo que anticipábamos, en la praxis integrativa europea exis-

ten Estados con una normativa avanzada en materia de participación re-

gional, tal como resalta PÉREZ GONZÁLEZ, quien cita el caso de Bélgica (devenida

en época relativamente reciente en Estado federal), donde los entes federados

participan activamente en la política comunitaria que lleva a cabo el Esta-

do, plasmándose en 1993 una nueva reglamentación constitucional y legal

de las relaciones internacionales de las comunidades y regiones belgas56 .

Sin abandonar los contornos de Europa, se aprecia que no todos los

Estados resuelven de idéntico modo la participación de las entidades

subestatales en las mencionadas fases ascendente y descendente, pues

algunas ponen el acento en aquélla y otros en ésta.

 Así, en Alemania, a partir de la suscripción del Pacto de Lindau de

1957, los Länder (Estados Miembros del Estado federal) participan en la

etapa ascendente de la celebración de los tratados internacionales que pue-

den afectar su competencia o intereses57 . Cuando sólo concierne a éstos, el

Bund (poder central) está obligado a escuchar el parecer regional, pero si ya

el tratado atañe sustancialmente a las competencias exclusivas, la opinión

de los Länder debe ser tenida en cuenta de forma determinante por el Bund

al momento de celebrar el tratado en cuestión58 . Por su parte, debe además

computarse la figura del Ländersbeobachter (observadores de los Länder),

que participa como miembro de la delegación alemana al Consejo de Minis-

tros en las sesiones que aborden temas que afecten a aquéllos.

Una situación similar, aunque con sus propias particularidades, se da

también en Austria, donde –como recuerda PÉREZ GONZÁLEZ– con motivo de

su ingreso a la UE se modificó la Constitución Federal estableciendo un

acuerdo entre la Federación y los Länder y municipios en asuntos de inte-
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59 PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel, “Ponencia de síntesis: ‘La acción exterior y comunitaria de

los Länder, regiones, cantones y comunidades autónomas: un ensayo de recapi-

tulación’”, en AA.VV., “La acción exterior y comunitaria de los Länder, regiones,

cantones y comunidades autónomas”, cit., pp. 335/336.
60 PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel, “Facultades de los entes subnacionales en el sistema

comunitario europeo”, en DRNAS DE CLÉMENT, Zlata y REY CARO, Ernesto (Directo-

res), Jornadas de reflexión sobre regionalización y Mercosur, cit., p. 21.
61 PUENTE EGIDO, José, op. cit., p. 1651. 
62 PUENTE EGIDO releva varios casos resueltos por el Tribunal Constitucional español

en los que respectivamente se expidió a favor de la competencia preferente del

Estado Central aunque sin excluir por completo la participación de las Comuni-

dades Autónomas (STC, de 20 de diciembre de 1988 [Pleno], N° 598 y 1.403/

1986 y 857/1988 [acumulados]), o a favor de éstas mas sin excluir del todo la

competencia del Estado Central (STC, de 29 de octubre de 1992, Recurso de

Inconstitucionalidad N° 1.314/1986 y STC, de 8 de enero de 1983 [Pleno], N°

1.043/1986 y 336/1987). El citado autor analiza el tema desde la perspectiva

del efecto mutante que en la Constitución interna de cada Estado Miembro pue-

de tener la aplicación y el desarrollo del derecho comunitario en el orden jurídico

de cada Estado, preguntándose en el caso español si por la acción general del

derecho comunitario las mismas categorías jurídicas con las que fue elaborado

el derecho constitucional español vigente no pueden y hasta deben ser

reelaboradas, poniendo como ejemplo la noción de “competencia exclusiva” tan-

to en el Estado como en las Comunidades Autónomas, concluyendo que la “que

gración europea, que permite un modelo de participación regional en cues-

tiones atingentes al ámbito de acción autónoma de los Länder o sea sus-

ceptibles de afectar sus intereses, previendo la posibilidad de que ellos den

un parecer conjunto sobre cualquier materia perteneciente a su competen-

cia legislativa, así como la posibilidad de que los mismos envíen represen-

tantes a las negociaciones que versen sobre materias que en el plano inter-

no sean de su competencia exclusiva o que conciernan a sus intereses59 .

A su turno, el sistema italiano atiende preferentemente a la fase des-

cendente de aplicación de los actos comunitarios dentro del Estado, fiján-

dose normativamente una serie de pautas que debe seguir el poder central

para la aplicación del derecho comunitario en las regiones60 , tema que

retomaremos con más detalle en el subapartado inmediatamente siguiente.

En esta faz descendente, y entre otros puntos de interés, emerge un

interesante aspecto de la cuestión. Radica en que en el marco comunitario

una vía importante de formación de su normativa es la de las “directivas”,

que en palabras de PUENTE EGIDO, constituyen una categoría especial nor-

mativa con las que, en aplicación de la técnica de las “leyes marco”, la

disposición comunitaria deja una amplia labor de desarrollo a los órganos

legislativos internos de los Estados, que les permiten –siempre que se res-

peten las líneas centrales que fija– normas singulares adaptadas a las par-

ticularidades de cada país61 .

Y es justamente en este ámbito de desarrollo del derecho comunitario

ad intra donde los entes infraestatales pueden tener protagonismo, cues-

tión que –como ha ocurrido en España62 – tal vez podría generarles algún
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en la Constitución o en los Estatutos [de Autonomía] fue pensada como ‘verda-

deramente exclusiva’, el Tribunal Constitucional tiende cada vez más a interpre-

tarla en determinadas circunstancias como competencia compartida” (cfr. PUEN-

TE EGIDO, José, op. cit., pp. 1659/1665 y 1651).
63 CASTORINA DE TARQUINI señala que en el proceso del Mercosur se deberá proceder con

cautela y privilegiar la participación y el control provinciales, objetivo que nece-

sitará previamente que los intérpretes del federalismo desarrollen sus relaciones

sobre la base de ciertos presupuestos que surgen de nuestro derecho y que,

redimensionados, deberán incorporarse al comunitario. En ese contexto, ubica

a los principios de lealtad federal y de garantía federal. En la visión de la autora,

el primero de ellos importa de parte del gobierno central y de los gobiernos loca-

les un comportamiento encaminado al mantenimiento de la unión, debiendo el

gobierno nacional abstenerse de toda medida que lesione o restrinja los intere-

ses provinciales, los que a su vez colaborarán en la consolidación de la unión

nacional; mientras que el segundo de aquéllos supone un derecho y un deber

recíprocos y correlativos entre los Estados locales y el nacional: éste tiene el

derecho de mantener su integridad y el deber de preservar la de los Estados

miembros, los que a su vez tienen el deber de consolidar la unión, condición de

su propia existencia, y el derecho a que ésta les sea reconocida y respetada

(CASTORINA DE TARQUINI, María Celia, Federalismo e integración, Instituto Argentino

de Estudios Constitucionales y Políticos, Ediar, Buenos Aires, 1997, pp. 70/77).
64 PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel, “Ponencia de síntesis: ‘La acción exterior y comunitaria de

los Länder, regiones, cantones y comunidades autónomas: un ensayo de recapi-

tulación’”, en AA.VV., “La acción exterior y comunitaria de los Länder, regiones,

cantones y comunidades autónomas”, cit., p. 333.

conflicto competencial con el Estado central, aunque lo ideal sería que tales

inconvenientes sean evitados o resueltos a partir de la pauta de “confianza

o lealtad federal” y en un deseable marco de cooperación entre ambos

estamentos políticos63 .

Como fórmula sintetizadora de las vías de participación de las entida-

des subnacionales en los procesos de adopción de decisiones en la estruc-

tura comunitaria europea sobre materias de competencia de aquéllas o

susceptibles de afectar sus intereses, que se han vertebrado en Europa en

diversos Estados Miembros políticamente descentralizados, PÉREZ GONZÁLEZ

distingue entre participación directa, que supone la presencia de represen-

tantes regionales en instituciones u órganos de la UE, e indirecta, que in-

cluye diversos mecanismos internos para influir en la posición que ante

aquéllas asuma el Estado64 .

B) B) B) B) B) Responsabilidad internacional del Estado por acciones y omisio-

nes de las entidades infraestatales

Tampoco cabe soslayar otra importante faceta del problema: la respon-

sabilidad internacional o comunitaria del Estado por los hechos u omisiones

cometidos por los entes territoriales subestatales en violación de obligacio-

nes precisamente internacionales o comunitarias asumidas por aquél.
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65 MANGAS MARTÍN, Araceli, “La ejecución del derecho comunitario por las Comunida-

des Autónomas: la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades

Europeas”, en AA.VV., Comunidades Autónomas y Comunidad Europea. Relacio-
nes jurídico-institucionales, Cortes de Castilla y León, Valladolid, 1991, p. 183.

66 Ídem.
67 Tomamos la expresión relativa a la “indiferencia del derecho comunitario por la

estructura constitucional interna de los Estados Miembros” de MANGAS MARTÍN,

Araceli, ibíd., p. 185.

Mutatis mutandi, el problema reconduce a un principio general que

marca que desde el prisma del derecho internacional todo Estado es libre de

escoger su modelo de configuración estadual y su sistema interno de orga-

nización territorial, lo que supone una premisa iusinternacional de respeto

por la autoorganización intraestatal derivada de la soberanía del Estado que

surge de su condición de sujeto del ordenamiento internacional y del prin-

cipio de no intervención en asuntos internos65 .

Es que, como recuerda MANGAS MARTÍN, dada la unidad del Estado para el

derecho internacional, las conductas de sus órganos y de sus entidades terri-

toriales se atribuyen al Estado y, en el caso de violación de una obligación

internacional o comunitaria de éste, el hecho ilícito internacional de la entidad

territorial o del órgano estatal en cuestión será considerado como hecho del

Estado susceptible de generar la responsabilidad internacional de éste66 .

Como conclusión provisional debe por ende concederse que el incumpli-

miento de las obligaciones comunitarias en que incurran regiones, provin-

cias, comunidades autónomas, etc., en principio vincula y compromete

internacionalmente al Estado Miembro, sin perjuicio de las medidas que en

ejercicio de sus atribuciones constitucionales pudiera éste emprender en el

ámbito interno contra aquellas entidades subestatales por violación del prin-

cipio de lealtad constitucional y el incumplimiento del derecho comunitario.

Naturalmente, tal respuesta deja espacio para la duda puesto que si

bajo el manto de la autonomía surgente del federalismo las instituciones

subnacionales exigen una mayor participación en las fases ascendente y/

o descendente, ello supone un correlativo agravamiento del nivel de res-

ponsabilidad propia derivada de aquel requerimiento de obtener mayor dosis

de protagonismo en el proceso.

La dubitación referida tiene alguna consistencia aunque por lo pronto

la “indiferencia” del derecho comunitario por la estructura constitucional

interna67  de los Estados Miembros de la estructura comunitaria pareciera

apuntar precisamente a obturar de modo preventivo una atomización del

nivel de respuesta que haría decaer el tenor de efectividad de tal responsa-

bilidad primariamente en cabeza de los Estados por incumplimiento de las

obligaciones asumidas en la órbita comunitaria. Por lo demás, aunque ob-

vio, es ciertamente imprescindible recordar que la responsabilidad de la

provincia, región, comunidad autónoma, etc., en el contexto internacional

sólo podría existir en tanto y en cuanto se les haya reconocido personalidad
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68 REMIRO BROTÓNS, Antonio, “La responsabilidad por incumplimiento de las comuni-

dades autónomas. Posibles soluciones”, en AA.VV., Comunidades Autónomas y
Comunidad Europea. Relaciones jurídico-institucionales, cit., p. 211.

69 Las notas para conceptuar al principio de “cooperación leal” fueron tomadas del

art. 1.5 del Tratado de Lisboa, que –como veremos in extenso más adelante–

sustituye al Tratado por el que se establece una Constitución para Europa y

modifica principalmente el Tratado de la Unión Europea (TUE) y el Tratado Cons-

titutivo de la Comunidad Europea (TCE). Por conducto de dicha norma se inserta

al TUE el art. 3 bis, en cuyo ap. 3 se efectúa la referencia específica a la mencio-

nada pauta de “cooperación leal” y sus implicancias.
70 Algunos de los datos referidos en este segmento del texto fueron extraídos de:

o subjetividad internacionales, presupuesto para viabilizar la responsabili-

dad emergente de sus acciones y omisiones en tal esfera.

Sin embargo, lo expuesto hasta aquí en modo alguno excluye el

emprendimiento conjunto de soluciones de carácter preventivo, lo que supo-

ne la coparticipación del poder central y de las entidades infraestatales

cuando se trate de la asunción de obligaciones internacionales vinculadas

a competencias en cabeza de estos entes y no del Estado, lo que en las

certeras palabras de REMIRO BROTÓNS colocaría a éste en una situación la-

mentable, “chocando hacia afuera con quien le exige el cumplimiento y

hacia adentro con quien, siendo el titular de la competencia, se excusa

para incumplirla alegando que al no haber intervenido en el proceso de

elaboración nadie le puede imponer un hecho consumado”68 .

En esta lógica, tampoco debe soslayarse el marco que proporciona el

principio de “cooperación leal” entre la estructura comunitaria y los Esta-

dos Miembros, en punto a respetarse y asistirse mutuamente en el cumpli-

miento de las misiones derivadas del respectivo tratado institutivo69 . De tal

premisa, entre otras cuestiones, deriva la obligación de los Estados de adop-

tar todas las medidas generales o particulares apropiadas para asegurar el

cumplimiento de las obligaciones surgentes del tratado en cuestión o de los

actos de las instituciones comunitarias.

V. V. V. V. V. ACERCA DE DETERMINADAS INSTANCIAS DE VINCULACIÓN Y PAR-ACERCA DE DETERMINADAS INSTANCIAS DE VINCULACIÓN Y PAR-ACERCA DE DETERMINADAS INSTANCIAS DE VINCULACIÓN Y PAR-ACERCA DE DETERMINADAS INSTANCIAS DE VINCULACIÓN Y PAR-ACERCA DE DETERMINADAS INSTANCIAS DE VINCULACIÓN Y PAR-

TICIPACIÓN DE LAS ENTIDADES INFRAESTATALES EN LA EXPERIEN-TICIPACIÓN DE LAS ENTIDADES INFRAESTATALES EN LA EXPERIEN-TICIPACIÓN DE LAS ENTIDADES INFRAESTATALES EN LA EXPERIEN-TICIPACIÓN DE LAS ENTIDADES INFRAESTATALES EN LA EXPERIEN-TICIPACIÓN DE LAS ENTIDADES INFRAESTATALES EN LA EXPERIEN-

CIA COMUNITARIA EUROPEACIA COMUNITARIA EUROPEACIA COMUNITARIA EUROPEACIA COMUNITARIA EUROPEACIA COMUNITARIA EUROPEA

En una doble dimensión, visualizando de un lado las regiones euro-

peas y, del otro, las ciudades frente a la experiencia comunitaria europea,

presentaremos sumariamente dos instancias que, aunque diversas, tienen

propósitos convergentes: el “Comité de las Regiones” y “Eurocities”.

1.1.1.1.1. El Comité de las RegionesEl Comité de las RegionesEl Comité de las RegionesEl Comité de las RegionesEl Comité de las Regiones70

A) A) A) A) A) Génesis

El Comité de las Regiones (en adelante, también el Comité) fue creado

en 1992 en el Tratado de Maastricht y comenzó a funcionar en 1994.
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http://europa.eu/scadplus/glossary/committee_regions_es.htm y de http://

europa.eu/scadplus/glossary/subsidiarity_es.htm.
71 Cftar. FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco, en el documentado ensayo “Las Comunidades

Autónomas ante las relaciones internacionales: un paradigma del dinamismo evo-

lutivo del Estado autonómico español”, en VALADÉS, Diego y SERNA DE LA GARZA, José

María (coordinadores), Federalismo y regionalismo, cit., p. 370.
72 Cfr. http://europa.eu/institutions/consultative/cor/index_es.htm.

Como se ha sostenido, su implementación respondió a la necesidad de

afrontar dos temáticas centrales: en primer lugar, la constatación de que

gran parte de la normativa comunitaria se aplica en los niveles local o

regional, de lo que se desprende claramente la importancia de que repre-

sentantes de éstas participen en la elaboración de dicha normativa; y, en

segundo lugar, se temía que la Unión Europea evolucionara dejando de

lado a los ciudadanos, es decir, de espaldas a éstos, por lo que se reparó en

la conveniencia de incorporar al proceso comunitario a los estamentos gu-

bernamentales más próximos a aquéllos.

La implementación del Comité por el Tratado de Maastricht se inscribe

en un contexto de mayor calado, pues supuso el reconocimiento del fenó-

meno “regional” por parte del Tratado de la Unión Europea (TUE) luego de

que los tratados constitutivos de las Comunidades Europeas lo ignoraran

abiertamente. Esa “sensibilidad” ante la cuestión regional, además de la

creación del Comité, se plasmó –al menos– en otros dos importantes aspec-

tos: a) permitió la participación de autoridades regionales en el Consejo; y

b) instituyó el principio de subsidiariedad, tema éste que nos tiende el puente

hacia el punto que abordaremos a continuación71 .

B) B) B) B) B) Composición y naturaleza del Comité. Los principios de sub-

sidiariedad y proporcionalidad

Está compuesto por 344 representantes de las comunidades locales y

regionales, designados por un período de cuatro años por el Consejo, según

el detalle que indica el cuadro siguiente72 :

Alemania, Francia, Italia y Reino Unido:   24

Polonia y España:   21

Rumanía:   15

Bélgica, Bulgaria, República Checa, Grecia, Hungría,

   Países Bajos, Austria, Portugal y Suecia:   12

Dinamarca, Irlanda, Lituania, Eslovaquia y Finlandia:     9

Estonia, Letonia y Eslovenia:     7

Chipre y Luxemburgo:     6

Malta:     5

TOTAL 344
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Debe recordarse que el Tratado de Niza, adoptado en diciembre de 2000,

no modificó el número ni la distribución de los escaños por Estado Miembro

en el Comité, aunque fijó como tope máximo de miembros de éste la canti-

dad de 350. A su turno, el proyecto de Tratado por el que se establecía una

Constitución para Europa (hoy en vías de sustitución por el Tratado de

Lisboa –en adelante, también TL–, si es que éste finalmente se aprueba en

los Estados Miembros de la UE), previó llevar el mandato de los integrantes

del Comité de cuatro a cinco años, lo que el TL mantuvo.

El Comité es básicamente un órgano consultivo de la Unión Europea,

aunque con vocación política73 , que permite a los entes territoriales hacer

oír su voz en el proceso decisorio comunitario.

Una aproximación taxonómica para catalogar tales competencias con-

sultivas, puede vertebrarse del siguiente modo: a) dictámenes de carácter

preceptivo en las siguientes materias: educación; cultura; salud pública;

redes transeuropeas de transporte; cohesión económica y social (todos es-

tos campos temáticos ya competían al Comité antes del Tratado de Áms-

terdam); política común de transportes; empleo; política social; Fondo So-

cial Europeo; formación profesional y juventud; y medio ambiente (estos

asuntos fueron añadidos por dicho Tratado); b) consultas facultativas (dis-

crecionales) que pueden dirigirle el Consejo, la Comisión y el Parlamento Eu-

ropeo; y c) dictámenes que ‘motu proprio’ puede elaborar el Comité.

Paralelamente, su rol político consiste en facilitar la mejor aplicación

de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad en la Unión Europea.

En otro plano, el principio de subsidiariedad puede caracterizarse como

aquel que tiene por objeto garantizar que las decisiones se tomen lo más

cerca posible del ciudadano, comprobándose constantemente que la acción

que vaya a emprenderse a escala comunitaria se justifica en relación con

las posibilidades que ofrecen los niveles nacional, regional o local. Concre-

tamente, se trata de una premisa según la cual la Unión, salvo en sus

ámbitos de competencia exclusiva, sólo interviene en la medida en que su

acción sea más eficaz que una intervención en los marcos nacional, regio-

nal o local.

Al decir de LEGUINA, constituye un principio delimitador de competen-

cias entre la Unión y los Estados Miembros y es la norma de reparto de

tareas de la organización federal y uno de los ejes de la arquitectura euro-

pea74 , pugnando por que las decisiones políticas se adopten en el ámbito

73 La afirmación en cuanto al desarrollo de competencias consultivas del Comité

como “órgano con creciente vocación política”, corresponde a MORENO VÁZQUEZ,

Manuel, Comité de las Regiones y Unión Europea, Polo Europeo Jean Monnet,

Universitat de València, Tirant lo Blanch, Valencia, 2001, pp. 178 y ss.
74 LEGUINA, Joaquín, “Intervención de apertura”, en AA.VV., “La acción exterior y co-

munitaria de los Länder, regiones, cantones y comunidades autónomas”, Vol. I,

cit., pp. 16 y 18.
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75 Ver la presentación de tales cuestionamientos en ARANDA ÁLVAREZ, Elviro (quien se

encarga de rebatirlos defendiendo el mecanismo de “alerta rápida”), en “El forta-

lecimiento de los parlamentos en la Unión Europea: la incorporación del Early
Warning System”, Teoría y Realidad Constitucional, N° 15, 1er semestre 2005,

Universidad Nacional de Educación a Distancia, Madrid, 2004, pp. 292/293.
76 Ibíd., p. 292.
77 Ibíd., p. 293.

más próximo al ciudadano para lograr la mayor eficacia posible; además,

está firmemente ligado a los principios de proporcionalidad y de necesidad,

con arreglo a los cuales la acción de la Unión no debe exceder de lo necesa-

rio para alcanzar los objetivos del tratado institutivo.

Es preciso advertir que el mencionado proyecto de Tratado (que esta-

blecía una Constitución para Europa) preveía reforzar el citado principio de

subsidiariedad, especialmente al obligar a las instituciones a mantener in-

formados a los parlamentos nacionales durante todo el procedimiento le-

gislativo. Asimismo, proyectaba implementar un mecanismo de “alerta rá-

pida o temprana” (“Early Warning System”) sobre el respeto del principio de

subsidiariedad, que permitiría a los parlamentos nacionales solicitar a la

Comisión el reestudio de una propuesta legislativa cuando estimen que

ésta no se ajusta al mencionado principio.

Debe advertirse que el debate sobre la inclusión del procedimiento de

“alerta rápida” no ha sido del todo pacífico, pues –entre otras razones– se lo

objeta por constituir una forma de restar protagonismo al Parlamento Eu-

ropeo por “la puerta pequeña”, retardar la función legislativa de la UE y

considerar como más que probable que los parlamentos nacionales lo apro-

vechen para hacer consideraciones que nada tengan que ver con la

subsidiariedad75 .

A tales ataques dialécticos se ha respondido que el mecanismo en cues-

tión supone simple y llanamente atribuir a los parlamentos nacionales la

posibilidad de que se pronuncien sobre una cuestión que afecta directa-

mente a los Estados y entes territoriales de éstos en punto a que las nor-

mas que la Unión pretende aprobar aplica correctamente aquel principio y

no invade competencias que no le son propias76 ; además, y en cuanto a la

tacha relativa a la posibilidad de abrir la puerta a que los parlamentos

locales efectúen consideraciones desconectadas del problema de la

subsidiariedad, se ha replicado que aunque ello sea cierto, no se trata en

realidad de un problema, pues ya está la Comisión para desestimar los

informes remitidos en esos términos, sino más bien de una vía para seguir

avanzando en el fortalecimiento democrático (agregamos por nuestra par-

te, para paliar en cierta medida el déficit de tal índole que se imputa a la

UE) y de participación de los parlamentos de los Estados Miembros en las

cuestiones comunitarias77 .

En el apartado siguiente abordaremos algunos aspectos adicionales

de esta temática.
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78 Cfr. la nota de 20 de junio de 2008,  “European Council to analyse further and

return to Lisbon Treaty in October; meanwhile, ratification continues”, que pue-

de consultarse en: www.eu2008.si/en/News_and_Documents/Press_Releases/

June/0620EC_LisbonTreaty.html.

Por lo demás, y hasta donde llega nuestra información, con posterioridad al

“no” de Irlanda, el Tratado fue aprobado por el Reino Unido (el 18 de junio),

Chipre (el 3 de julio), Holanda (el 8 de julio), Bélgica (el 10 de julio), España (15

de julio) e Italia (31 de julio); sumando –hasta fines de julio de 2008– 24 los

Estados Miembros de la UE que lo han aprobado.

C) C) C) C) C) El Tratado de Lisboa, el Comité de las Regiones, la cohesión terri-

torial y las autonomías regionales y locales

No puede dejar de mencionarse que el Consejo Europeo de 21 y 22 de

junio de 2007 fue trascendente. En efecto, llamados el 23 de julio del mis-

mo año a pronunciarse sobre el futuro de la Unión Europea, los Jefes de

Estado y de Gobierno convinieron iniciar una Conferencia Interguberna-

mental para redactar un Tratado de reforma de los actuales instrumentos

institutivos antes de la finalización de 2007.

Como consecuencia de ello, el jueves 13 de diciembre de 2007, aqué-

llos suscribieron el TL en el Monasterio de los Jerónimos de esta ciudad.

Básicamente, se prevé que dicho instrumento modifique los dos textos fun-

damentales de la Unión Europea: el TUE y el TCE, pasando este último a

denominarse “Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea”; además

del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica,

insertando asimismo un conjunto de protocolos.

El de Lisboa representa una versión edulcorada del Tratado por el que

se establecía una Constitución para Europa (que naufragó tras la derrota

de los referenda llevados a cabo en Francia y Holanda) y, sin mencionar la

palabra “Constitución”, busca acondicionar las instituciones comunitarias

para adecuar su funcionamiento a la cantidad de Estados Miembros que

hoy componen la UE (27). Los Jefes de Estado y de Gobierno de éstos se

comprometieron en las conclusiones de su reunión a buscar una «ratifica-

ción rápida» del tratado, que se esperaba fuera aprobada definitivamente

antes del 31 de diciembre de 2008 para que entre en vigencia de cara a las

elecciones al Parlamento Europeo de junio de 2009. Obviamente, los pla-

nes y la agenda primigenia debieron modificarse a causa del “no” irlandés

al Tratado por medio del referéndum celebrado el 12 de junio de 2008,

aunque luego de debatir la incidencia que tal episodio podría tener en el

proceso aprobatorio general, el Consejo Europeo decidió pocos días des-

pués (el 20 de junio) proseguir el trámite de ratificación con los países que

aún no lo habían aprobado y replantear el tema en la Cumbre de octubre

del año en curso78 .

El art. 6 del TL establece que el mismo sería ratificado por las Altas

Partes Contratantes de conformidad con sus respectivas normas constitu-

cionales (ap. 1) y entraría en vigor el 1 de enero de 2009, siempre que se
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79 Cftar. Tercer informe sobre la cohesión económica y social, “Una nueva asociación

para la cohesión. convergencia, competitividad y cooperación”, Comisión Euro-

pea, COM (2004) 107 de 18 de febrero de 2004, Luxemburgo: Oficina de Publica-

ciones Oficiales de las Comunidades Europeas, impreso en Bélgica, 2004, p. 27.
80 En el art. 1, párr. 3°, del TUE (según la redacción diseñada por el art. 1.2.‘b’ del TL)

se advierte que cuando en el texto se refiera a “los Tratados” hará referencia al

propio TUE y al Tratado de Funcionamiento de la UE, aclarando que ambos

tratados tienen el mismo valor jurídico, para luego establecer que la UE sustitui-

rá y sucederá a la Comunidad Europea.

hubieran depositado todos los instrumentos de ratificación o, en su defecto,

el primer día del mes siguiente al del depósito del instrumento de ratifica-

ción del último Estado signatario que cumpliera dicha formalidad (ap. 2).

En su introito, el TL enuncia como propósitos genéricos a los siguien-

tes: completar el proceso iniciado por los Tratados de Ámsterdam y Niza, a

fin de reforzar la eficacia y la legitimidad democrática de la UE y mejorar la

coherencia de su acción.

Cabe destacar que por el art. 1.4 del TL se modifica el art. 2 del TUE,

en cuyo ap. 3, párr. 3°, en lo que atañe a los intereses de las entidades

subestatales, se pone de manifiesto que la UE fomentará la cohesión eco-

nómica, social y territorial (es decir, se complementa su objetivo de cohesión

económica y social al hacerla extensiva al plano territorial) y la solidaridad

entre los Estados Miembros; además, respetará la riqueza de su diversidad

cultural y lingüística (párr. 4°). Vinculado a lo que mencionábamos, de he-

cho se modifica el Protocolo sobre la cohesión económica y social, que pasa

a llamarse Protocolo sobre la cohesión económica, social y territorial.

Mutatis mutandi, se ha puntualizado que el concepto de cohesión terri-

torial va más allá de la idea de cohesión económica y social, ampliándola y

reforzándola; así, con aquélla se pretende “ayudar a lograr un desarrollo

más equilibrado reduciendo las disparidades existentes, impidiendo los

desequilibrios territoriales y aumentando la coherencia tanto de las políti-

cas sectoriales que tienen una repercusión territorial como de la política

regional”, para asimismo mejorar la integración territorial y fomentar la

cooperación entre las regiones79 .

Por su parte, el art. 1.5 del TL deroga el art. 3 del TUE e inserta el art.

3 bis, en cuyo ap. 2, y en lo que aquí interesa, estipula que “[l]a Unión

respetará la igualdad de los Estados Miembros ante los Tratados80 , así

como su identidad nacional, inherente a las estructuras fundamentales

políticas y constitucionales de éstos, también en lo referente a la autonomía

local y regional (…)” –énfasis añadido–.

En relación con el Comité de las Regiones, por el art. 1.14 del TL atinente

al Título III (“Disposiciones sobre las Instituciones”) del TUE, el art. 9, ap. 4, de

éste especifica que el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión (algunas

de las instituciones de la UE) estarán asistidos por un Comité Económico y

Social y un Comité de las Regiones, que ejercerán funciones consultivas.
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Una previsión homóloga se ubica en el capítulo relativo a los “Órganos

consultivos de la Unión”, particularmente en el ap. 1 del nuevo art. 256 bis

del Tratado de Funcionamiento de la UE que se inserta. A su tiempo, en el

ap. 3 de tal artículo se determina que este último Comité estará compuesto

por representantes de los entes regionales y locales que sean titulares de

un mandato electoral en un ente regional o local, o que tengan responsabi-

lidad política ante una asamblea elegida. Por último, el ap. 4 establece que

los miembros del Comité no estarán vinculados por ningún mandato impe-

rativo, ejerciendo sus funciones con plena independencia, en interés gene-

ral de la Unión.

Es especialmente significativa la cláusula que acuerda al Comité de

las Regiones el derecho de recurso, para salvaguardar sus prerrogativas,

ante el Tribunal de Justicia de la UE (cfr. art. 230, párr. 3°, del TCE, que

proyecta modificar el art. 2.214.‘b’ del TL).

Ya en el ámbito del Protocolo sobre la aplicación de los principios de

subsidiariedad y proporcionalidad81  (uno de los que el TL identifica como

los protocolos que deberán ir anejos al TUE, al Tratado de Funcionamiento

de la UE y, en su caso, al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de

la Energía Atómica), el art. 8 del citado Protocolo, luego de pautar que el

Tribunal de Justicia de la UE será competente para pronunciarse sobre los

recursos por violación del principio de subsidiariedad, por parte de un acto

legislativo (párr. 1°), señala que el Comité de las Regiones –de conformidad

con los procedimientos establecidos en el art. 230 del Tratado de Funciona-

miento de la UE– también podrá interponer recursos contra actos legislativos

para cuya adopción el Tratado nombrado en último término requiera su consul-

ta (párr. 2°). De su lado, y en función del art. 9 del Protocolo que referenciamos,

se especifica que la Comisión presentará al Consejo Europeo, al Parlamento

Europeo, al Consejo y a los parlamentos nacionales un informe anual sobre

la aplicación del art. 3 ter del TUE (referido a los principios de atribución,

subsidiariedad y proporcionalidad aplicables a las competencias de la Unión

y que sustituye al art. 5 del TCE); informe que deberá remitirse asimismo al

Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones.

Básicamente, en su art. 6, párr. 1°, el mencionado protocolo contiene

la facultad de todo parlamento nacional o de toda cámara de uno de esos

parlamentos de dirigir a los Presidentes del Parlamento Europeo, del Con-

sejo y de la Comisión, un dictamen motivado que exponga las razones por

las que considera que el proyecto de acto legislativo (siempre en un plazo de

ocho semanas a partir de la fecha de transmisión de éste) no se ajusta al

principio de subsidiariedad; atribución que se correlaciona con el art. 3,

párr. 1°, del Protocolo sobre el cometido de los parlamentos nacionales en

la Unión Europea (que por el TL también anexa). Por lo demás, el art. 7, del

Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y propor-

81 Dicho Protocolo fue aprobado primigeniamente por el Tratado de Ámsterdam (1997).



186 ANUARIO ARGENTINO DE DERECHO INTERNACIONAL

Anuario AADI XVI 2007 (II)

82 PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel, “Facultades de los entes subnacionales en el sistema co-

munitario europeo”, en DRNAS DE CLÉMENT, Zlata y REY CARO, Ernesto J. (Directo-

res), Jornadas de reflexión sobre regionalización y Mercosur, cit., pp. 17 y 26.
83 MORENO VÁZQUEZ, Manuel, op. cit., pp. 125 y ss.
84 Cfr. HNÍZDO, Petr, “Una oficina en Bruselas: algo más que una cuestión de presti-

gio…”, en Regiones y Municipios de Europa, Boletín de información del Comité de

las Regiones, N° 56, verano de 2007, Bruselas, p. 9.
85 Loc. cit. en nota anterior.

cionalidad diagrama las distintas alternativas procedimentales que seguirá

la cuestión que tratamos, que esencialmente constituye el mecanismo de

alerta rápida o temprana al que referíamos anteriormente.

D) D) D) D) D) Sucinto balance del accionar del Comité. Prospectiva

En cuanto al balance de la labor del Comité, existen criterios dis-

cordantes porque para algunos su injerencia real ha sido muy discreta y

modesta; mientras que para otros, las regiones europeas han ganado en

presencia activa en Europa a través del Comité, fundamentalmente, por

medio de los informes que preceptivamente debe proporcionar al Consejo,

la Comisión y el Parlamento en los temas vinculados a la política regional.

Sea como fuera, aunque perfectible, sin duda es un órgano con cierta

trascendencia como instancia de articulación, contención y participación

en el proceso comunitario europeo de las entidades que PÉREZ GONZÁLEZ

denomina político-territoriales ubicadas en un plano inmediato inferior al

Estado (región en sentido estricto) y de otras entidades territoriales meno-

res (municipios)82  o, como destaca MORENO VÁZQUEZ, como órgano vertebrador

de los intereses regionales y locales en la Unión Europea83 .

Asimismo, se ha reivindicado su papel como facilitador o plataforma

de intercambio entre las regiones, por ejemplo, en materia de clusters y

desarrollo regional84 . Cabe advertir que los clusters tienen por objetivo agru-

par geográficamente a empresas y agentes del mismo sector: fabricantes,

universidades, asociaciones, etc., para construir un polo de competitividad85 .

El Comité es igualmente significativo desde el punto de vista simbólico,

en tanto –como se anticipaba– encarna uno de los reflejos de la mutación

del paradigma sobre la “cuestión regional” entre los tratados institutivos de

las Comunidades Europeas, que la ignoraron, y el TUE que mostró su pre-

ocupación al respecto, canalizándola –entre otras manifestaciones que ya

fueron colacionadas– en la instauración de aquel órgano preponderan-

temente consultivo.

Ya de cara al futuro, DELEBARRE –actual Presidente del Comité [fines de

2007]– ha identificado como un desafío importante la evolución institucional

de la UE, recordando que el mandato conferido a la Conferencia

Intergubernamental que cristalizara en el TL, “preserva lo esencial de los

logros obtenidos por los entes territoriales en el proyecto de Tratado por el
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86 DELEBARRE, Michel, “Editorial”, en Regiones y Municipios de Europa, Boletín de informa-

ción del Comité de las Regiones, N° 57, octubre-diciembre de 2007, Bruselas, p. 2.
87 En torno a las actividades y al rol de Eurocities, ver para ampliar: www.eurocities.

org/main.php.

que se establece una Constitución para Europa, como el reconocimiento del

respeto de la autonomía local y regional por la Unión, el mantenimiento del

protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y propor-

cionalidad, la introducción de la cohesión territorial y la diversidad cultural

y lingüística entre los objetivos de la Unión...”86 .

2. Eurocities2. Eurocities2. Eurocities2. Eurocities2. Eurocities

Simplemente a modo ilustrativo, daremos aquí una brevísima noticia

sobre “Eurocities”87 , como instancia de vinculación y participación de las

ciudades europeas en sectores temáticos de la política comunitaria en los

que están involucrados intereses comunes de aquéllas.

Se trata de una red de metrópolis europeas fundada en 1986 que re-

úne a los gobiernos locales de más de 130 ciudades importantes de alrede-

dor de 30 países europeos y cuyo objetivo primordial es constituirse en la

voz de aquéllas en las instituciones comunitarias generando un espacio de

diálogo sobre todos los aspectos de la normativa, políticas y programas de

la UE que tengan impacto en las ciudades y sus ciudadanos.

Cabe acotar que actúa en una amplia gama de áreas temáticas, que

incluyen: desarrollo económico y política de cohesión; prestación de servi-

cios públicos; medio ambiente; transporte; empleo y asuntos sociales; cul-

tura, educación, información y sociedad de conocimiento; “gobernanza” y

cooperación internacional.

Para encuadrar contextualmente su gestión, “Eurocities” percibe que

Europa afronta una serie de grandes desafíos que requieren una efectiva

respuesta de parte de las autoridades públicas, entre las que se incluyen:

asegurar la prosperidad económica y el desarrollo sustentable de ciudades

y regiones; crear nuevas oportunidades de empleo; fortalecer la cohesión

social y proteger el ambiente para las futuras generaciones. Entiende que

tales desafíos sólo podrán ser adecuadamente encarados si los diferentes

niveles de la administración pública (ciudades y regiones, gobiernos nacio-

nales e instituciones europeas) trabajan conjuntamente.

Finalmente, y a salvo las lógicas diferencias existentes entre ambos

entes, podría trazarse un paralelismo entre “Eurocities” y “Mercociudades”

(sobre la que volveremos), siendo esta última la principal red de municipios

del Mercosur, creada en 1995, y que constituye un útil referente en el ám-

bito de protección de los intereses locales en dicho proceso integrativo sud-

americano.
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88 Para consultar el texto de la Decisión y el Protocolo (como de otros instrumentos

relevantes sobre el punto), véase Hacia el Parlamento del Mercosur. Una recopila-
ción de documentos, Fundación Konrad Adenauer y Comisión Parlamentaria

Conjunta del Mercosur (editores), 2ª ed., Montevideo, 2006, pp. 21/32.
89 La denominación que reciben sus integrantes consta en el art. 5, párr. 2°, del

PCPM.
90 Tal información puede ubicarse en www.argentina.gov.ar/argentina/portal.

VI. VI. VI. VI. VI. ALTERNATIVAS DE PARTICIPACIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESALTERNATIVAS DE PARTICIPACIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESALTERNATIVAS DE PARTICIPACIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESALTERNATIVAS DE PARTICIPACIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALESALTERNATIVAS DE PARTICIPACIÓN DE LOS ENTES SUBESTATALES

EN EL PROCESO INTEGRATIVO MERCOSUREÑOEN EL PROCESO INTEGRATIVO MERCOSUREÑOEN EL PROCESO INTEGRATIVO MERCOSUREÑOEN EL PROCESO INTEGRATIVO MERCOSUREÑOEN EL PROCESO INTEGRATIVO MERCOSUREÑO

Exploraremos sumariamente a continuación algunas posibilidades

actuales y prospectivas de articulación y actuación en el ámbito del Mercosur

que van despuntando o consolidándose para estados o provincias, regio-

nes, municipios, departamentos y ciudades de sus Estados Miembros.

En esa dirección, haremos una breve alusión sucesivamente al Parla-

mento del Mercosur; al Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados,

Provincias y Departamentos del Mercosur y a la red denominada

“Mercociudades”.

1. Sobre el Parlamento del Mercosur1. Sobre el Parlamento del Mercosur1. Sobre el Parlamento del Mercosur1. Sobre el Parlamento del Mercosur1. Sobre el Parlamento del Mercosur

Cabe destacar que el Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur

(PCPM) fue suscripto por los presidentes de Argentina, Brasil, Paraguay y

Uruguay el 9 de diciembre de 2005, a partir de la Decisión N° 23/05 ema-

nada de la XXIX Reunión del Consejo del Mercado Común (CMC)88.

Dentro de la estructura institucional del Mercosur, el Parlamento –que

reemplazó a la Comisión Parlamentaria Conjunta– es el órgano de repre-

sentación de los pueblos de aquél, unicameral, independiente y autónomo

(art. 1 del PCPM). Comenzó a funcionar el 7 de mayo de 2007.

El modo de elección de los “parlamentarios” 89 variará gradualmente de

acuerdo con las siguientes pautas: a) en el actual estadio, los integrantes

fueron elegidos de entre los miembros de los parlamentos nacionales; b) en

una etapa posterior, desde 2011, serán elegidos por voto directo; y c) en la

fase subsiguiente, a partir de 2015, además de voto directo, la elección será

simultánea para garantizar la representatividad democrática90.

En realidad, tal determinación progresiva obedece a la interacción de

los arts. 1 y 6, incs. 1° y 4° y 1ª y 3ª Disposiciones Transitorias del PCPM.

Así, el art. 1, al tiempo de estipular que el Parlamento estará integrado

por representantes electos por sufragio universal, directo y secreto, establece

que “[l]a constitución del Parlamento se realizará a través de las etapas pre-

vistas en las Disposiciones Transitorias del presente Protocolo”. Mientras

tanto, el art. 6, inc. 1°, pauta que aquella elección –con las características

mencionadas– se realizará por los ciudadanos de los respectivos Estados

Partes y el inc. 4° de tal art. 6, determina que a propuesta del Parlamento, el
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CMC establecerá el “Día del Mercosur Ciudadano” para la elección de los

parlamentarios, de forma simultánea en todos los Estados Partes.

A su tiempo, la 1ª Disposición Transitoria establece que, a los fines de

lo previsto en aquel art. 1, se entenderá lo siguiente: por “primera etapa de

transición”, el período comprendido entre el 31 de diciembre de 2006 y el

31 de diciembre de 2010; y por “segunda etapa de transición”, el período

comprendido entre el 1 de enero de 2011 y el 31 de diciembre de 2014. A su

tiempo, la 3ª Disposición Transitoria determina que para la primera etapa

de transición, los parlamentos nacionales establecerán las modalidades de

designación de sus respectivos parlamentarios, entre los legisladores de los

parlamentos nacionales de cada Estado Parte. Añade que, a los efectos de

poner en práctica la elección directa de los parlamentarios (art. 6.1 del

PCPM) antes de la finalización de la primera etapa de transición, deberán

efectuar elecciones por sufragio directo, universal y secreto de parlamenta-

rios, fijándose que la primera elección prevista en el art. 6, inc. 4°, tendrá

lugar durante 2014. Finalmente, a partir de la segunda etapa de la transi-

ción todos los parlamentarios deberán haber sido elegidos de conformidad

con el art. 6, inc. 1°.

Entre los propósitos del Parlamento se cuentan los de asumir la pro-

moción y la defensa permanentes de la democracia, la libertad y la paz;

impulsar el desarrollo sustentable de la región con justicia social y respeto

a la diversidad cultural de sus poblaciones, y garantizar la participación de

los actores de la sociedad civil en el proceso de integración (art. 2, respec-

tivamente, incs. 2°, 3° y 4°).

Por su parte, en el marco de los principios que postula la institución

parlamentaria, pueden resaltarse, por ejemplo: el pluralismo y la toleran-

cia como garantías de la diversidad de expresiones políticas, sociales y cul-

turales de los pueblos de la región; la cooperación con los demás órganos

del Mercosur y ámbitos regionales de representación ciudadana; la promo-

ción del desarrollo sustentable en el Mercosur y el trato especial y diferen-

ciado para los países de economías menores y para las regiones con menor

grado de desarrollo; y la equidad y la justicia en los asuntos regionales e

internacionales (art. 3, respectivamente, incs. 1°, 3°, 7° y 8°).

Luego de bosquejar rápidamente algunos lineamientos del Parlamento

mercosureño, es hora de acotar que, si logra consolidarse democrática-

mente, tal estructura puede constituirse también en una instancia de ac-

tuación y/o de control por parte de las entidades infraestatales de los paí-

ses miembros con estructura compleja en cuestiones que resulten de inte-

rés de aquéllas o que se vinculen a sus competencias específicas o concu-

rrentes con el Estado Nacional de acuerdo con el reparto efectuado por las

respectivas Constituciones.

En cuanto a la potencial utilidad que para los entes infranacionales

puede ostentar la institución parlamentaria mercosureña, no debe olvidar-

se que en la parte considerativa de la nombrada Decisión CMC N° 23/05,
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91 Cfr. Tratado de la Unión Europea [Textos consolidados de los Tratados Comunita-
rios], Secretaría de Estado para las Comunidades Europeas, notas a cargo de

LOSADA GONZÁLEZ, Herminio, Madrid, España, 1992, p. XXVII.
92 Sobre el tema, y mutatis mutandi, ver LOUIS, Jean-Victor, El ordenamiento jurídico

comunitario, 5ª ed. correg. y actualiz., Comisión Europea, Oficina de Publicacio-

nes Oficiales de las Comunidades Europeas, Luxemburgo, 1995, p. 105.
93 El concepto brindado en el texto sigue, en lo pertinente, el fijado por el art. 3 ter,

ap. 4, párr. 1°, del TUE, según lo proyectado por el art. 1.6 del TL.

entre otros aspectos de interés, se dejó en claro que su instalación, “con

una adecuada representación de los intereses de los ciudadanos de los

Estados Partes, significará un aporte a la calidad y equilibrio institucional

del Mercosur, creando un espacio común en el que se refleje el pluralismo y

las diversidades de la región, y que contribuya a la democracia, la partici-

pación, la representatividad, la transparencia y la legitimidad social en el

desarrollo del proceso de integración y de sus normas” –énfasis agregado–

(párr. 5°).

Pensando prospectivamente, debería existir –en palabras y hechos–

un fluido diálogo y una franca cooperación entre el Parlamento del Mercosur

y los Poderes Legislativos nacionales (fundamentalmente, en el caso de

nuestro país, a través de la Cámara de Senadores), para que entre otras

cuestiones y supuesto el avance del esquema hacia etapas más intensas

de relacionamiento, se preserven los principios de subsidiariedad y pro-

porcionalidad, y puedan aquellos órganos nacionales comunicar

fundadamente al Parlamento del Mercosur y al resto de las instituciones

competentes, que en casos concretos existe el riesgo de que determinados

proyectos normativos de la estructura integrativa vulneren la premisa de

subsidiariedad, pues ésta (en consonancia con la de proporcionalidad)

supone una combinación de esfuerzos para “evitar la tendencia hacia el

centralismo burocrático”91 .

Es decir, ni más ni menos que una suerte de sistema de “alerta rápi-

da o temprana”, como el que en Europa prefigura el Tratado de Lisboa y

que surge de la interrelación del texto que éste imprime al art. 3 ter, ap. 3,

in fine, del TUE, en cuanto a que los parlamentos nacionales velarán por el

respeto del principio de subsidiariedad de acuerdo con el Protocolo sobre la

aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, y art. 6,

párr. 1°, de este Protocolo, correlacionado con el art. 3, párr. 1°, del Proto-

colo sobre el cometido de los parlamentos nacionales en la UE.

Según lo adelantado, el principio de subsidiariedad deberá engarzarse

y funcionar armónicamente con el de proporcionalidad92  (y el de necesi-

dad, con el que éste se asocia), por virtud del cual el contenido y la forma

de la acción de la estructura comunitaria no excederán de lo necesario

para alcanzar los objetivos del tratado constitutivo en cuestión93 .
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94     Cfr. ODDONE, Nahuel y GRANATO, Leonardo, “Una integración diferente: el caso de

Mercociudades”, en Observatorio de la Economía Latinoamericana. Revista acadé-
mica de Economía, N° 38, febrero de 2005, ISSN 1696-8352; disponible en Internet

en www.eumed.net/cursecon/ecolat/ar/2005/cn-lg/texto.doc.
95 Ver, www.mercociudades.org.

2. El Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Provincias y2. El Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Provincias y2. El Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Provincias y2. El Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Provincias y2. El Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Provincias y

Departamentos del MercosurDepartamentos del MercosurDepartamentos del MercosurDepartamentos del MercosurDepartamentos del Mercosur

Por medio de la Decisión Nº 41/04, de 16 de diciembre de 2004, el

Consejo del Mercado Común, creó el Foro Consultivo de Municipios, Esta-

dos Federados, Provincias y Departamentos del Mercosur, que viene a su-

ceder a la Reunión Especializada de Municipios e Intendencias.

La implementación del Foro constituye un importante logro de los en-

tes locales, pues no es precisamente un dato menor que el órgano supremo

del Mercosur y, como tal, conductor de la política del proceso integrativo (el

CMC), reconociera que el Foro que se creaba es útil para “estimular el diá-

logo y la cooperación entre las autoridades de nivel municipal, estadual,

provincial y departamental de los Estados Partes del Mercosur” (art. 1).

Debe recordarse que el citado Foro, que será integrado por represen-

tantes designados por los Estados Partes, de Municipios, Estados Federados,

Provincias y Departamentos integrantes de sus respectivos territorios, po-

drá proponer medidas destinadas a la coordinación de políticas para pro-

mover el bienestar y mejorar la calidad de vida de los habitantes de tales

entidades, así como formular recomendaciones por intermedio del Grupo

Mercado Común, es decir, del órgano ejecutivo del Mercosur.

Finalmente, no es sobreabundante computar que dentro de las estra-

tegias de descentralización que en este caso conduzcan a la realización de

actividades de alcance internacional por parte de los entes locales, ellas se

desenvuelvan –como mutatis mutandi se puntualizara94 – en las siguientes

áreas principales de acción: el llamado ‘hermanamiento’ entre ciudades de

diferentes países; la participación en organismos internacionales y en pro-

gramas de cooperación internacional; y la vinculación con embajadas y

representaciones del exterior.

3. Mercociudades3. Mercociudades3. Mercociudades3. Mercociudades3. Mercociudades

Representa una instancia generadora de un espacio de vinculación y

actuación de las entidades municipales en los marcos de integración inter-

nacional, presentándose además como la principal red de municipios del

Mercosur y un referente destacado en los procesos de integración95 .

Desde 1995, año de su fundación, ha venido bregando por “favorecer

la participación de los municipios en el proceso de integración regional,

promover la creación de un ámbito institucional para las ciudades en el

seno del Mercosur y desarrollar el intercambio y la cooperación horizontal
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96 Ibíd.
97 Cfr. ODDONE, Nahuel y GRANATO, Leonardo, “Una integración diferente: el caso de

Mercociudades”, cit. en nota 94.

entre las municipalidades de la región”, contando con ciudades asociadas

de Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay, Venezuela, Chile, Bolivia y Perú96 .

En otras palabras, el fundamento de su creación obedeció, por una

parte y como se ha sostenido, a la necesidad de implementar un contexto

institucional donde las ciudades pudieran expresar su opinión sobre el

rumbo del proceso integrador y, por la otra, a desarrollar un terreno de

convergencia e intercambio entre las ciudades, que permitiera desenvolver

políticas más eficaces y adecuadas a los tiempos de la globalización97 .

Ya en relación con los ambiciosos objetivos a los que propende, desple-

gados en el art. 2 de su Estatuto, pueden subrayarse –sólo a título

ejemplificativo– los siguientes: favorecer la participación de las ciudades en

la estructura del Mercosur persiguiendo la codecisión en las áreas de su

competencia; impulsar la creación de redes de ciudades a través de unida-

des técnicas operativas que desarrollen diversas acciones, programas y pro-

yectos de interés común intermunicipal adecuados al proceso de integra-

ción; coordinar la planificación y promover acciones vinculadas al creci-

miento y al desarrollo urbano de las ciudades; colaborar en la planificación

de las políticas y planes de desarrollo de las ciudades, tomando en cuenta

la necesidad de mejorar la calidad de vida; impulsar la adopción de políti-

cas que adecuen los proyectos locales al nuevo espacio regional; y difundir

una cultura democrática y democratizadora en los niveles regional y nacio-

nal, estableciendo una relación más estrecha de cooperación para, a través

de las municipalidades, definir políticas sociales adecuadas.

Para cerrar estas líneas debe advertirse que Mercociudades –que, como

vimos y dejando a buen resguardo las diferencias entre ambos organismos,

tiene cierta afinidad en cuanto a sus objetivos con “Eurocities” (red de me-

trópolis europeas)–, esencialmente reconoce como propósito institucional

central lograr su reconocimiento en la estructura del Mercosur. Por lo pronto,

su prédica para abrir un margen de participación de las ciudades en éste,

ha sido en cierta medida receptada primero con la creación de la Reunión

Especializada de Municipios e Intendencias del Mercosur y luego con su

sucesor, el aludido Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados, Pro-

vincias y Departamentos del Mercosur.

VII. VII. VII. VII. VII. EPÍLOGOEPÍLOGOEPÍLOGOEPÍLOGOEPÍLOGO

Como es de suponer, las anotaciones precedentes no presentan to-

dos los aspectos conflictivos o interrogantes que se suscitan en la

interrelación de dos procesos relevantes como la integración supranacional

y el federalismo. En consecuencia, nos hemos limitado a enfocar algunos
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98 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, en el prólogo a la obra de HERNÁNDEZ (h.), Antonio María,

Integración y globalización: rol de las regiones, provincias y municipios, cit., p. XV.
99 La gráfica expresión es de LÓPEZ GUERRA, Luis, “Estudio preliminar”, en Las senten-

cias básicas del Tribunal Constitucional, Centro de Estudios Políticos y Constitu-

cionales, Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2000, p. 31.

de sus puntos de contacto, tanto en la experiencia comunitaria europea

como en la praxis integrativa del Mercosur en su etapa actual y su

prefiguración prospectiva.

Del itinerario panorámico emprendido, pueden extraerse las siguien-

tes observaciones finales, que vienen a añadirse a ciertas apreciaciones

conclusivas ya intercaladas en otros segmentos de este trabajo:

1. 1. 1. 1. 1. No corresponde predicar a priori una incompatibilidad entre el pro-

ceso de integración supranacional, que contiene una importante nota de

centralización, y el federalismo intraestatal, que supone un ejercicio de

descentralización. Por el contrario, lo deseable sería generar una saludable

complementación y armonización entre los elementos de esa relación

binómica, a partir de claras normas contenidas en la Constitución, que

permitan al Estado involucrarse en prácticas comunitarias preservando

paralelamente la pluralidad y las líneas centrífugas al interior del mismo,

tema este último que también debería quedar literalizado entre los objeti-

vos del tratado constitutivo en cuestión, al menos genéricamente como el

respeto por las autonomías locales por parte de la estructura supranacional.

En otras palabras, concertar coherentemente el principio de “autono-

mía institucional” en la autoorganización del Estado, con el despliegue y la

aplicación del derecho comunitario ad intra y la participación de los entes

subestatales ad extra.

2.2.2.2.2. Como afirma GARCÍA DE ENTERRÍA, el respaldo que a todas las políticas

vinculadas con la irrupción de los nuevos espacios económicos integrados,

desde la Unión Europea al Mercosur y, más aún, la imposición real de una

globalización de la economía que las nuevas técnicas hacen posible y las

exigencias del desarrollo económico parecen imponer, prestan una pers-

pectiva nueva y obligada a todo el movimiento de relocalización inexorable

de los centros de decisión98 .

3. 3. 3. 3. 3. En torno a la integración supranacional y su relacionamiento con

las modalidades estaduales complejas, la referencia al paradigma europeo

es inexcusable, porque, de una parte, aquel proceso lleva más de cinco

décadas de desarrollo y, de la otra, se han incrementado intensamente

Estados de estructura federal o regional, Estados regionalizados o experien-

cias de descentralización en naciones tradicionalmente unitarias.

Sin embargo, si bien cabe abrevar en una praxis tan avanzada como la

de Europa, deben paralelamente evitarse los implantes jurídicos artificia-

les, sorteando “las distorsiones y los espejismos”99  de la visión iuscomparada.

Dicho en otros términos, cabe tener presente la utilidad que aporta la ob-
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servación de las vivencias extranjeras como matriz para el posterior examen

comparativo, pero sin perder de vista que lo apropiado es extraer de tal

operación sólo lo aplicable a la cultura, la idiosincrasia y la realidad jurídi-

cas donde el plexo normativo proyectado esté llamado a operar, pues

específicamente en el caso del federalismo (o de los federalismos, en la

visión de FRIEDRICH), al tiempo de ser un proceso complejo y dinámico, cada

contexto nacional y local tiene particularidades intransferibles.

El resultado de la indagación, por tanto, no puede ser sino con benefi-

cio de inventario, extrapolando lo que se revele consistente con la arquitec-

tura y la ideología jurídicas del sistema en el que se pretendan aplicar

aquellas experiencias y evitar, así, artificiales mimetismos.

4.4.4.4.4. En el ámbito del Mercosur, y partiendo de la base de que existiera

verdadera voluntad política de construir progresivamente una estructura

supranacional más avanzada y demandante, los países componentes del

modelo deberían acometer una compatibilización constitucional pues des-

de un prisma iuscomparado se observan ostensibles asimetrías.

Insistimos en la necesidad de que medie sincero empeño político ya

que ni la elaboración de normas ni la creación de instituciones tienen efec-

tos taumatúrgicos. Por ende, nada solucionarán o modificarán si no las

mueve una sincera decisión estratégica de asumir compromisos más sóli-

dos en el marco integrativo.

 Lo ideal sería que las respectivas Leyes Fundamentales contengan

normas que claramente pauten el valor que frente al derecho interno ten-

drán los instrumentos internacionales y que prefiguren una cláusula de

habilitación para la cesión, atribución, traspaso, delegación o transferen-

cia de competencias a entes supranacionales, paralelamente a un acondi-

cionamiento jurisprudencial, para que la potencial arquitectura institucional

que se genere no se derrumbe por falta de consistencia jurídica.

Recuérdese que el derecho comunitario presenta como líneas

fisonómicas específicas la autonomía y el efecto directo e inmediato de sus

normas, características que conducen a su aplicación preferente sobre el

ordenamiento jurídico interno de los Estados que componen el espacio re-

gional en cuestión.

Del recorrido comparativo realizado, surge que las configuraciones

constitucionales de Argentina y Paraguay se encuentran suficientemente

preparadas sobre el particular, al igual que Venezuela (si hipotéticamente

se lo incluyera en la nómina sobre la base de su pretendida incorporación

plena a las filas del Mercosur); no así las de Brasil y Uruguay, acerca de las

cuales calificada doctrina postula la necesidad de llevar adelante sendas

reformas constitucionales para legitimar la creación de organizaciones

supranacionales recipiendarias de competencias o atribuciones dispensa-

das por tales Estados Miembros, al tiempo de requerirse –para completar el

acondicionamiento conveniente– un correlativo acompañamiento

jurisprudencial de los respectivos órganos de cierre de la jurisdicción cons-
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100 HERNÁNDEZ (h.), Antonio María, Integración y globalización: rol de las regiones,
provincias y municipios, cit., p. 60.

titucional, es decir, el Supremo Tribunal Federal brasileño y la Suprema

Corte de Justicia uruguaya.

5. 5. 5. 5. 5. Si se lograra salvar la asimetría jurídica y contar con la voluntad

política necesaria, abriendo paso a estructuras integrativas más complejas

y exigentes (sin diluir las identidades nacionales), entre otros aspectos rele-

vantes que surgen de la interacción del espacio supranacional y el

federalismo, cabría prestar especial atención al impacto que el proceso

integrativo pudiera provocar en las entidades infraestatales y canalizar las

energías para concebir cauces idóneos que permitan a éstas participar de

dicha experiencia.

Ello debería cristalizarse en algunas de las fases, ascendente o de cele-

bración de los tratados internacionales que pueden afectar los ámbitos

competencial o de intereses de tales entes locales, o descendente o de apli-

cación de la normativa comunitaria en el escenario intranacional; asimis-

mo, sería aconsejable viabilizar la vinculación de éstos con sus pares del

mismo Estado o de otros, para ganar peso específico y hacer oír sus recla-

mos en el área integrada.

En otras palabras, y aunque suene reiterativo, se impone la necesidad

de consolidar un diálogo en dos frentes: el comunitario, permitiendo a las

instancias subestatales en cuestión comunicarse con las instituciones de

la estructura supranacional; y el intraestatal, generando una coordinación

entre los gobiernos centrales y los locales en lo que atañe al proceso de

integración.

6. 6. 6. 6. 6. Las actividades que en la órbita internacional pueden desplegar

estados y provincias (y, ¿por qué no?, también municipios, aunque éstos

con un doble orden de limitación: las constituciones nacional y provincial o

estadual que correspondan), se entienden a partir de una relectura de la

concepción clásica de relaciones internacionales, separando el núcleo duro

de éstas, reservado al poder central, del núcleo blando, que pueden llevar

adelante los entes subnacionales respetando el principio de “lealtad cons-

titucional”.

7. 7. 7. 7. 7. Ligado a ello, HERNÁNDEZ plantea con acierto que la integración regio-

nal importa [agregamos por nuestra cuenta: principalmente] dos desafíos

fundamentales para las provincias: de un lado, alcanzar los objetivos del

desarrollo económico y social y del desarrollo humano, con la magnitud de

los cambios políticos, económicos, educativos, culturales y sociales por afron-

tar, comenzando con una tarea de compatibilización de la legislación; y, por

otro, cumplir con las obligaciones inherentes a la integración supranacional,

como parte de un Estado Miembro del Mercosur100 .
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101 Sobre el particular, ver BARÓN KNOLL DE BERTOLOTTI, Silvina, “La provincia en los

procesos de integración. Relaciones del Estado Nacional y las provincias con el

Mercosur”, Derecho público provincial y municipal, Vol. 1, cit., pp. 181/199.
102 Ver sobre el punto, el art. 1.6 del TL, que introduce el art. 3 ter del TUE, fuente de

la que se han extraído algunas pautas para perfilar los principios de atribución
(al que también se refiere el art. 1.5 del TL, que deroga el art. 3 e incorpora el art.

3 bis del TUE), subsidiariedad y proporcionalidad volcadas en el texto.

Ya en un plano general (esto es, que involucra no sólo a nuestro país),

en la dimensión interna los retos esbozados deberían tener como matriz

legitimante un federalismo de concertación y participativo, que permita una

relación equilibrada entre las instancias que componen la estructura fede-

ral (Nación; Estados o provincias; municipios, departamentos; etc., de acuer-

do con la terminología empleada constitucionalmente por cada país) y posi-

bilite un proceso integrado de crecimiento y evolución ad extra y ad intra101 .

No menos importante es que tal esquema equilibrado se traslade a la

propia estructura comunitaria y su sistema distributivo y de ejercicio de

competencias con cada uno de los Estados Miembros, preservando los pa-

trones de atribución, subsidiariedad, proporcionalidad102  y necesidad, o sea,

respectivamente: a) que la estructura comunitaria actúe dentro de los lími-

tes de las competencias que le atribuyen los Estados en los tratados

institutivos para lograr los objetivos que éstos determinan, pautándose que

toda competencia no atribuida a ella corresponderá a los Estados Miem-

bros; b) que las decisiones políticas se adopten en el contexto más cercano

al ciudadano para obtener el mayor grado de eficacia posible, por lo que el

ente comunitario, en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva,

intervendrá sólo en caso y en la medida de que los objetivos de la acción

pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados

Miembros, ni en el nivel central ni en los niveles regional o local; y c) por

virtud del tercero y el cuarto principios, que el contenido y la forma de la

acción de la entidad comunitaria no excedan de lo necesario para alcanzar

los objetivos del tratado constitutivo.

8. 8. 8. 8. 8. En el marco de análisis del derecho comparado, y dentro de los

anunciados límites, habría que tener presente la praxis del Comité de las

Regiones en Europa (para la eventual extrapolación de algunas de sus pau-

tas ante una hipotética vinculación comunitaria más intensa que la que

hoy caracteriza al Mercosur), órgano que resulta útil como instancia de

articulación, contención y participación de las entidades subestatales en el

proceso comunitario europeo; estructura armonizadora de los intereses re-

gionales y locales; y matriz facilitadora de intercambios regionales para el

desarrollo de aquéllas.

La principal labor del Comité gira al compás de su rol consultivo, fun-

damentalmente en el plano de los dictámenes preceptivos que brinda al

Consejo, la Comisión y el Parlamento y los que motu proprio puede realizar.

Ya en cuanto a la esfera política, su actividad se orienta a allanar la aplica-
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ción de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad en la Unión

Europea.

Por último, el Tratado de Lisboa –que, de lograr en algún momento su

efectiva plasmación, esencialmente modificará al TUE y al Tratado Consti-

tutivo de la Comunidad Europea (que pasará a denominarse Tratado de

Funcionamiento de la UE)–, consagra ciertas premisas relevantes para los

entes territoriales, por ejemplo: la inclusión de la denominada “cohesión

territorial” (paralelamente a la cohesión económica y social) como finalidad

de la Unión; el reconocimiento del respeto por parte de ésta de la autono-

mía local y regional; y el mantenimiento del protocolo sobre la aplicación de

los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, reconociéndosele legi-

timación al Comité de las Regiones para interponer recursos ante el Tribu-

nal de Justicia de la Unión por violación al principio de subsidiariedad,

órgano aquel que también recepta habilitación para actuar ante dicho Tri-

bunal en defensa de sus prerrogativas.

9.9.9.9.9. Algunas posibilidades actuales y prospectivas de articulación y ac-

tuación en el dominio del Mercosur que van apareciendo o afianzándose

para estados o provincias; regiones; municipios, departamentos y ciuda-

des, pueden localizarse en el Parlamento del Mercosur; el Foro Consultivo

de Municipios, Estados Federados, Provincias y Departamentos del

Mercosur, y la red denominada “Mercociudades”, específicamente para ciu-

dades y municipios.

En lo tocante al Parlamento del Mercosur, una vez que se consolide,

debería mantener un constante y fluido diálogo con los Poderes Legislati-

vos nacionales (principalmente en el caso argentino a través de la Cámara

de Senadores, que deberá revitalizarse y asumir cabalmente su rol como

interlocutora y defensora de los intereses provinciales), para que entre otras

cuestiones y supuesto el avance del esquema hacia etapas más intensas de

relacionamiento, se preserven los principios de subsidiariedad y proporcio-

nalidad, y puedan aquellos órganos nacionales comunicar fundadamente

al Parlamento mercosureño y al resto de las instituciones competentes, que

en casos concretos existe el riesgo de que determinados proyectos normati-

vos de la estructura integrativa vulneren la premisa de subsidiariedad, que

en retroalimentación con la de proporcionalidad coadyuva a mitigar la ten-

dencia centralista del proceso de integración.

Por su parte, tanto el Foro Consultivo de Municipios, Estados Federados,

Provincias y Departamentos en el ámbito del Mercosur, como la red

“Mercociudades” –por supuesto, cada uno de ellos conforme a sus posibili-

dades materiales y esferas competenciales–, constituyen iniciativas plausi-

bles para lograr cauces de vinculación y participación de las entidades

subestatales en el proceso mercosureño, y espacios para facilitar la coope-

ración horizontal entre ellas y con miras a un desarrollo más equilibrado

que disminuya las disparidades y los desequilibrios económicos, sociales y

territoriales.
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103 CIURO CALDANI, Miguel Ángel, El Derecho Universal. Perspectiva para la ciencia jurídica
de una nueva era, Fundación para las Investigaciones Jurídicas, Rosario, 2001, p. 95.

104 La frase textual es: “No coaligamos Estados, unimos hombres”; aludida por OREJA

AGUIRRE, Marcelino, en VEGA MOCOROA, Isabel (coordinadora), La integración econó-
mica europea, Prólogo, Lex Nova, Valladolid, 1996, p. 15.

10. 10. 10. 10. 10. En punto a la intervención de las colectividades territoriales en la

denominada fase ascendente, podrían por ejemplo y mutatis mutandi, te-

nerse en cuenta la experiencia alemana (también contenida en la Constitu-

ción austríaca) que prefigura la actuación de los Länder en la etapa de

celebración de los tratados internacionales que pueden afectar su compe-

tencia o intereses; y la figura del Ländersbeobachter, u observadores de los

Länder, que toma parte como miembro de la delegación alemana al Consejo

de Ministros de las sesiones que aborden temas que afecten a los Länder.

Ya en relación con la fase descendente de aplicación y desarrollo del

derecho comunitario derivado dentro del Estado, por varias razones se abren

distintas perspectivas para las entidades subnacionales. Así,

ilustrativamente, cabría recordar un dato fáctico que marca que la mayor

parte de la normativa comunitaria se ejecuta en éstas, con lo cual, es par-

ticularmente relevante su intervención en la correspondiente etapa

aplicativa. De su lado, y con no menor trascendencia, aparece otro aspecto

de la cuestión y que estriba en que en el plano comunitario las “directivas”

fijan lineamientos generales dejando sitio para su desarrollo ulterior por

parte de las instancias estatales internas, área en la que puede germinar

una vía cierta de participación de los entes locales en equilibrada coordina-

ción con los Estados Nacionales.

Ciertamente, y de su lado, la actuación de los niveles infraestatales en

los procesos de adopción de decisiones en la estructura comunitaria sobre

materias de competencia de aquéllos o susceptibles de afectar sus intere-

ses, puede ser: directa, mediante la presencia de representantes en las

instituciones u órganos de ésta; e indirecta, por medio de diversos mecanis-

mos internos para influir en la posición que ante la órbita supranacional

adopte el Estado al que pertenecen.

11. 11. 11. 11. 11. Para terminar, y aunque aparezca desconectado del tema central

que abordamos en el presente trabajo, nos permitimos mencionar que cual-

quiera fuera la decisión que se tome para gobernar el futuro del Mercosur,

en éste –como en cualquier proceso de integración– será siempre relevante

todo cuanto se haga para compatibilizar eficiencia técnica con democra-

cia103 , en orden a procurar la convergencia de una modulación no traumática

de las relaciones que genera la tensión mercado, por una parte, y democra-

cia y derechos humanos, por la otra.

Insistimos en la necesidad de no obviar la dimensión humanista de los

fenómenos integrativos, pues en paráfrasis de MONNET –ideólogo de la inte-

gración europea–, con la comunitariedad no se persigue la mera coalición

de Estados, sino la unión de hombres104 , debiendo desterrarse la percep-
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105 Ver BAZÁN, Víctor, por ejemplo, en “El Mercosur en prospectiva: la dimensión cons-

titucional del proceso integrativo. La opción axiológica en favor de la seguridad

jurídica comunitaria y de la protección de los derechos fundamentales”, El Dere-
cho, 10 de diciembre de 1998, Buenos Aires, pp. 10/16.

106 FRÍAS, Pedro. J., “Las responsabilidades morales y políticas”, Los Breviarios del
Siglo XXI, Córdoba, sin fecha de edición.

107 La frase que cierra el trabajo está obviamente tomada del título de la obra de LA

PERGOLA, Antonio, Los nuevos senderos del federalismo, Centro de Estudios Cons-

titucionales, Madrid, 1994.

ción que indica que la perspectiva crematística es la única válida y posible

para visualizar los procesos de integración.

Así, derechos humanos y democracia son recaudos jurídica y axioló-

gicamente imprescindibles en cualquier intento serio de integración

supranacional, y sustento esencial de su legitimidad105 .

Finalmente, y como enseña FRÍAS, la integración evitará que quedemos

más solos en un mundo más unido, pero la integración es el reconocimien-

to de la interdependencia de los pueblos y personas, con su propia identi-

dad106 ; premisa irrecusable si verdaderamente se desea transitar con pro-

vecho los nuevos senderos del federalismo107  en los pliegues del proceso

comunitario.


